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San Nicolás de los Garza, Nuevo León, a 10 diez de marzo de 2026 dos 

mil veintiséis. 

 
1. Datos de identificación. 

 
 

Expediente judicial: **********/**********. Procedimiento oral de alimentos. 

Demandante: **********, en representación de sus menores hijos **********1 

Demandado: **********. 

 
2. Síntesis. 

 
Se dicta sentencia definitiva en la que se declara fundado el juicio oral de 

alimentos. 

 
3. Transparencia y Glosario. 

 
 

Conforme al artículo 99, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Nuevo León, se deben cuidar y proteger de 

publicidad los datos de las partes, de tal manera que se expondrá el listado de 

referencias de los sujetos procesales a fin de evitar citar sus nombres. 

 
De igual modo, como glosario se expondrá un catálogo de los ordenamientos 

legales utilizados, que aparecen con su denominación simplificada para una lectura 

simple del fallo. 

 

Demandante, actora ********** 

Demandado, 

enjuiciado 

********** 

Acreedores, 

menores de edad 

**********y********** 

Ley orgánica Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Nuevo León. 

Código procesal, 

código de 

procedimientos 

Código de Procedimientos Civiles del 

Estado de Nuevo León. 

Código civil Código Civil para el Estado de Nuevo 

León. 

Constitución Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

1
 En éste fallo se reservará la información en cuanto a nombre del niño o datos que permitan su identificación, ello en 

acatamiento a las reglas mínimas para la administración de justicia de menores (Reglas de Beijing). 



4. Resultando. 
 
 

4.1. Por escrito presentado ante la oficialía de partes de este distrito judicial, 

compareció la parte actora a solicitar la fijación de una pensión alimenticia a favor 

de sus menores hijos. 

 
Admitida la demanda, se llamó a juicio a la parte demandada quien dio 

contestación a la demanda incoada en su contra; por lo que, una vez agotadas las 

etapas procesales se ordenó el dictado de la sentencia, misma que ha llegado el 

momento de pronunciar. 

 
5. Considerando. 

 
 

5.1. Naturaleza jurídica de la sentencia. La presente resolución es una 

sentencia definitiva, pues decide el negocio en lo principal. Consecuentemente, 

deberá ser clara, precisa y congruente con la demanda inicial y con las pretensiones 

deducidas en la misma, decidiendo todos los puntos que hayan sido objeto 

del debate. 

 
5.2. Competencia. Esta autoridad es competente para conocer del presente 

negocio dado que el domicilio que habitan los acreedores alimentistas se encuentra 

dentro de la jurisdicción territorial de este juzgado, de conformidad con los artículos 

111, fracción XIII, del código de procedimientos, así como 6 y 35 Bis de la ley 

orgánica. 

 
5.3. Vía. La acción para pedir alimentos se sujeta al procedimiento oral 

conforme al diverso 989, fracción II, del código de procedimientos, la vía es la 

correcta. 

 
6. Planteamiento del problema 

 
 

6.1. Fondo del asunto. La promovente, acude a demandar los alimentos en 

representación de sus menores hijos, a cargo del demandado. 

 
Por lo tanto, el problema jurídico a resolver es determinar si se acreditan los 

elementos de la acción de alimentos que conforme al artículo 1068 del código de 

procedimientos, son: 

 
I. Título en cuya virtud se piden. 

II. Capacidad económica del demandado. 
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La necesidad se presume en favor de los ahora acreedores alimentistas, por 

el solo hecho de ser menores de edad. 

 
Siendo así en razón que lo dispuesto por el citado artículo, señala en su 

último párrafo que el que exige los alimentos cuenta a su favor con la presunción de 

necesitarlos, lo que confirma el numeral 321 Bis del código civil, en el caso de los 

menor de edad y el cónyuge que se dedica al hogar, al establecer que: “La mujer 

embarazada que acredite legalmente la paternidad de su hija o hijo, los menores, 

las personas con discapacidad, los adultos mayores, los sujetos de interdicción y el 

cónyuge que se dedique al hogar, gozan de la presunción de necesitar alimentos”; 

entonces, resulta claro de lo normado en este último dispositivo invocado, es en el 

sentido de que tal presunción -de necesitar alimentos- asista solamente a aquellos 

sujetos que por su propia condición tienen una desventaja para alimentarse por sí 

mismos, en virtud de que, los menores de edad, dada su incapacidad física y 

emocional generada en su corta experiencia de vida, generalmente estarán 

impedidos para subsistir por sí mismos, igualmente las personas con 

discapacidad, que precisamente esa condición los limita a obtener en forma normal 

ingresos para alimentarse según el grado de discapacidad; obviamente los adultos 

mayores, porque su productividad va mermando conforme los años hasta llegar a 

la incapacidad productiva y con ello la posibilidad de alimentarse por sí; los sujetos 

a interdicción, que lógicamente su impedimento mental para la toma de decisiones 

les imposibilita para obtener un empleo o realizar actividades productivas y; 

finalmente, el cónyuge que se dedica al hogar, quien al ofrendar su esfuerzo y 

atención a las actividades de la casa-habitación de los consortes y a la atención de 

las necesidades del propio marido, lógicamente está impedido para ejecutar 

acciones económico-productivas que le generen ingresos con los cuales sufragar 

sus alimentos, lo cual se deriva de lo previsto en el artículo 164 de la misma ley en 

cita, que establece que, ambos cónyuges deben contribuir por igual en los gastos 

del hogar y en los de sus alimentos, pero que si convienen, expresa o tácitamente, 

que uno de ellos se dedique al hogar, el otro sufragará esos gastos íntegramente. 

 
6.1.1 Título. Se prueba con las actas de nacimiento de sus menores hijos, 

mismas que tienen valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 239, 

fracción II, 287, fracción IV y 369 del código procesal, para tener por demostrado el 

vínculo filial que une tanto a la actora, como al demandado con los acreedores en 

comento, de ahí la obligación de otorgar alimentos los adolescentes, conforme a lo 

establecido en el ordinal 303 del código civil. 

 
6.1.2 Capacidad económica del demandado. Se demuestra con las 

probanzas que enseguida se detallan. 



Obran agregados en autos los siguientes informes rendidos por: 

a) Jefa de Atención a Autoridades de la Coordinación de 
Operaciones de Control de Operaciones del Instituto de Control 
Vehicular del Estado de Nuevo León, en fechas 1 uno de abril y 6 
seis de mayo de 2025 dos mil veinticinco, anunció que una vez 
verificados los sistemas de cómputo que administra ese organismo, se 
localizaron registros de vehículos a favor del demandado, con los 
datos de identificación siguientes: 

 Vehículo **********, modelo **********, de uso particular, con 
número de serie **********. 

 Vehículo **********, modelo **********, de uso particular, con 
número de serie **********. 

 Vehículo **********, modelo ********************, de uso particular, 
con número de serie **********. 

b) Subadministradora Desconcentrada de Recaudación, adscrita a 
la Administración Desconcentrada de Recaudación de Nuevo 
León “2”, en fecha 1 uno de abril de 2025 dos mil veinticinco, 
comunicó que se localizaron declaraciones a nombre del demandado, 
con el régimen de **********, remitiendo las anuales normales del 
ejercicio fiscal 2023 dos mil veintitrés, así como las mensuales 
normales de enero, marzo, abril, agosto, octubre, noviembre y 
diciembre y las normales y complementarias de febrero, mayo, junio, 
julio y septiembre del ejercicio fiscal 2024 dos mil veinticuatro. 

c) Subadministradora Desconcentrada de Recaudación, adscrita a 
la Administración Desconcentrada de Recaudación de Nuevo 
León “1”, en el cual se informa en data 1 uno de abril de 2025 dos mil 
veinticinco, que derivado del análisis y búsqueda efectuada en sus 
sistemas instituciones, se obtuvo como resultado que con los datos 
proporcionados, el enjuiciado no se encuentra registrado ante esa 
administración. 

d) Encargado de las Funciones del Titular de la Unidad Jurídica del 
Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, quien en 
fechas 11 once y 22 veintidós de abril, así como el 7 siete, 13 trece y 
29 veintinueve de mayo de 2025 dos mil veinticinco, informó que en la 
base de datos, se localizó registro de dos bienes inmuebles a nombre 
del demandado, con los datos siguientes: 

 Inscripción: **********, Volumen: **********, Libro: **********, 
Sección: **********, Unidad: **********, Fecha: **********. 

 Inscripción: **********, Volumen: **********, Libro: **********, 
Sección: **********, Unidad: **********, Fecha: **********. 

e) Jefa del Departamento Contencioso de la Oficina de Juicios 
Civiles y Asuntos Especiales de la Delegación Regional del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, quien en fecha 21 veintiuno 
de abril de 2025 dos mil veinticinco, comunicó que el demandado tiene 
un antecedente laboral como empleado de la empresa denominada 
**********, con un salario diario de $522.60 (quinientos veintidós pesos 
00/100 moneda nacional), causando baja el 20 veinte de marzo de 
2020 dos mil veinte. 

f) Subadministrador Desconcentrado de Reacudación, adscrito a la 
Administración Desconcentrada de Recaudación de Nuevo León 
“3”, el día 24 veinticuatro de abril de 2025 dos mil veinticinco, precisó 
que con base en el domicilio fiscal del contribuyente, la administración 
competente para atender su requerimiento, es la Administración 
Desconcentrada de Recaudación de Nuevo León “2”. Con sede en 
Guadalupe, Nuevo León. 

g) Apoderado Jurídico de Banca Afirme, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Afirme Grupo Financiero, quien en 
fecha día 13 trece de agosto de 2025 dos mil veinticinco, informó que 
el demandado, no es ni ha sido cliente de su representada. 
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h) Apoderado General de HSBC México, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero HSBC, en data 13 
trece de agosto de 2025 dos mil veinticinco, informó que con los datos 
de identificación proporcionados, se localizaron las siguientes cuentas 
a nombre del demandado: 

 Cuenta: **********. 

 Tipo de cuenta: **********. 

 Saldo: $********** 

 A nombre de: **********. 

 Se adjuntaron estados de cuenta del 1 uno de agosto de 2023 
dos mil veintitrés al 31 treinta y uno de julio de 2025 dos mil 
veinticinco. 

i) Apoderado Legal de BBVA México, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA México, el 
día 18 dieciocho de agosto de 2025 dos mil veinticinco, precisó que 
no se localizaron cuentas registradas a nombre del demandado. 

j) Representante de Banco Regional, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Banregio Grupo Financiero, el día 
19 diecinueve de agosto de 2025 dos mil veinticinco, comunicó que no 
cuenta con registro de cuentas bancarias aperturadas a nombre de la 
parte demandada. 

k) Apoderado de Banco Mercantil del Norte, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en fecha 
19 diecinueve de agosto de 2025 dos mil veinticinco, informó que no 
se localizaron cuentas a nombre del enjuiciado. 

l) Representante de Banco Santander (México), Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander, en 
fecha 22 veintidós de agosto de 2025 dos mil veinticinco, anunció que 
una vez realizada una búsqueda en los sistemas y bases de datos de 
esa entidad financiera, no han sido localizadas cuentas a nombre del 
demandado. 

m) Apoderado legal para pleitos y cobranzas de Banco Nacional de 
México, Sociedad Anónima, Integrante del Grupo Financiero 
Banamex, en fecha 27 veintisiete de agosto de 2025 dos mil 
veinticinco, informó que no se le localizó cuenta alguna a la parte 
demandada. 

n) Apoderado General de Scotiabank Inverlat, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank 
Inverlat, en data 27 veintisiete de agosto de 2025 dos mil veinticinco, 
informó que con los datos de identificación proporcionados, se 
localizaron las siguientes cuentas a nombre del demandado: 

 Tarjeta: **********. 

 Tipo de cuenta: ********** 

 A nombre de: **********. 

 Se adjuntaron estados de cuenta del 4 cuatro de agosto de 
2021 dos mil veintiuno al 3 tres de septiembre de 2023 dos mil 
veintitrés. 

o) Representante de Banco Azteca, Sociedad Anónima, Institución 
de Banca Múltiple, en fecha 7 siete de octubre de 2025 dos mil 
veinticinco, informó que no se localizó cuenta alguna del enjuiciado. 

p) Representante legal de BanCoppel, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, en fecha 23 veintitrés de octubre de 
2025 dos mil veinticinco, comunicó que no se encontró registro 
bancario a nombre del demandado. 

 
Documentales vía informe privadas y públicas, respectivamente que cuentan 

con valor probatorio acorde a los artículos 239, fracciones II y III, 287, 290, 291, 369 

y 373 del código de procedimientos; así como con alcance demostrativo, 



únicamente los señalados en los incisos a), b), d), e), h) y n), toda vez que con los 

mismos se justifica que el demandado cuenta con antecedentes laborales ante 

patrón y como consecuencia registro ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, 

lo que genera la presunción de que posee capacidad laboral para hacer frente a la 

obligación alimentaria que ahora se le reclama, pues es una persona apta para 

desempeñar una actividad laboral para patrón determinado; además que se 

desprende que el enjuiciado presenta con registro activo de propiedad de 3 tres 

vehículos y 2 dos bienes inmuebles, con lo que se acredita la posibilidad real del 

mismo para cumplir con la asignación de una pensión de alimentos a favor de sus 

descendientes, pues es precisamente a través de sus bienes que dispone de 

medios para subsistir en caso de falta de empleo, así como cumplir con la obligación 

alimenticia de sus descendientes. 

 
Asimismo, de los mismos queda justificado que el enjuiciado se encuentra 

registrado como contribuyente ante las autoridades fiscales bajo el régimen de 

**********, obteniendo un total de ingresos para el año 2023 dos mil veintitrés, la 

cantidad de $4,149,490.00 (cuatro millones ciento cuarenta y nueve mil 

cuatrocientos noventa pesos 00/100 moneda nacional), con un detalle de ingresos 

obtenidos de forma mensual, que oscilan a partir de los $14,435.00 (catorce mil 

cuatrocientos treinta y cinco pesos 00/100 moneda nacional) hasta los $762,735.00 

(setecientos sesenta y dos mil setecientos treinta y cinco pesos 00/100 moneda 

nacional), deduciendo gastos relativos a las adquisidores netas de mercancías a 

nivel nacional, seguros y fianzas, gasolina y mantenimiento de transportes como 

automóviles, autobuses, camiones de carga, tracto camiones, montacargas y 

remolques, con deducciones autorizadas por la cantidad de $4,053,241.00 (cuatro 

millones cincuenta y tres mil doscientos cuarenta y un pesos 00/100 moneda 

nacional), obteniendo un resultado fiscal de $96,249.00 (noventa y seis mil 

doscientos cuarenta y nueve pesos 00/100 moneda nacional); mientras que para el 

año 2024 dos mi veinticuatro, reportó ingresos en diversos meses, como lo es en el 

mes de febrero la cantidad de $557.595.00 (quinientos cincuenta y siete mil 

quinientos noventa y cinco pesos 00/100 moneda nacional); marzo la cantidad de 

$1,431,210.00 (un millón cuatrocientos treinta y un pesos 00/100 moneda nacional); 

abril el monto de $656.500.00 (seiscientos cincuenta y seis mil quinientos pesos 

00/100 moneda nacional); mayo la cantidad de $653,565.00 (seiscientos cincuenta 

y tres mil quinientos sesenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional); junio la 

cantidad de $156,035.00 (ciento cincuenta y seis mil treinta y cinco pesos 00/100 

moneda nacional); julio la cantidad de $61,920.00 (sesenta y un mil novecientos 

veinte pesos 00/100 moneda nacional); agosto por el monto de $104,970.00 (ciento 

cuatro mil novecientos setenta pesos 00/100 moneda nacional); septiembre la 

cantidad de $119,100.00 (ciento diecinueve mil cien pesos 00/100 moneda 

nacional); noviembre el monto de $92,140.00 (noventa y dos mil ciento cuarenta 
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pesos 00/100 moneda nacional) y diciembre la cantidad de $41,145.00 (cuarenta y 

un mil ciento cuarenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional). 

 
En ese sentido, es posible determinar el potencial económico con que cuenta 

para generar ingresos, y que con motivo de ello tiene poder adquisitivo para hacerse 

de los bienes de los cuales quedó justificada la propiedad del enjuiciado, 

consistentes en 3 tres vehículos y 2 dos inmuebles a su nombre, así como 2 

registros de cuentas bancarias en las que funge como titular, como lo es la cuenta 

**********aperturada en **********de la cual, se observa que el demandado tiene un 

comportamiento financiero registrado de forma mensual, apreciándose diversos 

depósitos y abonos constantes que le fueron realizados por la denominación 

**********, y en cuanto a los cargos o retiros, en su mayoría destacan pagos por 

compras de materiales, maquinarias y herramientas varias, así como el pagos de 

facturas, lo cual, no pasa inadvertido que en algunos meses no fue efectuado el 

aludido abono, si resulta ser suficiente para estimar la capacidad económica con 

que cuenta, describiéndose para mayor ilustración de la siguiente manera: 

 
Año 2023 

 Periodo Del 1/Agosto/2023 al 31/Agosto/2023 
Saldo inicial del periodo: $82,006.23 
+ Total de depósitos/abonos: $911,638.20 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $359,663.80 y 
$542,926.40) 
- Retiros/cargos: $895,057.79 

 Periodo Del 1/Septiembre/2023 al 30/Septiembre/2023 
Saldo inicial del periodo: $98,586.64 
+ Total de depósitos/abonos: $430,592.00 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $172,022.20 y 
$257,409.80) 
- Retiros/cargos: $426,162.68 

 Periodo Del 1/Octubre/2023 al 31/Octubre/2023 
Saldo inicial del periodo: $103,015.96 
+ Total de depósitos/abonos: $884,772.60 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $609,104.40 y 
$275,668.20) 
- Retiros/cargos: $843,273.97 

 Periodo Del 1/Noviembre/2023 al 30/Noviembre/2023 
Saldo inicial del periodo: $144,514.59 
+ Total de depósitos/abonos: $141,520.00 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $141,520.00) 
- Retiros/cargos: $136,741.37 

 Periodo Del 1/Diciembre/2023 al 30/Diciembre/2023 
Saldo inicial del periodo: $149,293.22 
+ Total de depósitos/abonos: $25,536.43 
- Retiros/cargos: $117,994.44 

 
Año 2024 

 Periodo Del 1/Enero/2024 al 31/Enero/2024 
Saldo inicial del periodo: $56,835.21 



+ Total de depósitos/abonos: $0.00 
- Retiros/cargos: $54,207.69 

 Periodo Del 1/Febrero/2024 al 29/Febrero/2024 
Saldo inicial del periodo: $2,627.52 
+ Total de depósitos/abonos: $646,810.20 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $401,992.20 y 
$244,818.80) 
- Retiros/cargos: $459,027.99 

 Periodo Del 1/Marzo/2024 al 31/Marzo/2024 
Saldo inicial del periodo: $190,409.73 
+ Total de depósitos/abonos: $1, 660,203.60 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $443,700.00 y 
$1, 216,503.60) 
- Retiros/cargos: $1, 604,828.90 

 Periodo Del 1/Abril/2024 al 30/Abril/2024 
Saldo inicial del periodo: $245,784.43 
+ Total de depósitos/abonos: $761,540.19 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $268,192.00 y 
$493,348.00) 
- Retiros/cargos: $743,809.28 

 Periodo Del 1/Mayo/2024 al 31/Mayo/2024 
Saldo inicial del periodo: $263,515.34 
+ Total de depósitos/abonos: $774,904.40 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $396,546.00 y 
$16,769.00) 
- Retiros/cargos: $752,271.31 

 Periodo Del 1/Junio/2024 al 30/Junio/2024 
Saldo inicial del periodo: $286,148.43 
+ Total de depósitos/abonos: $181,000.60 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $48,186.40 y 
$132,814.20) 
- Retiros/cargos: $165,425.19 

 Periodo Del 1/Julio/2024 al 31/Julio/2024 
Saldo inicial del periodo: $301,723.84 
+ Total de depósitos/abonos: $71,827.20 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $71,827.20) 
- Retiros/cargos: $84,605.42 

 Periodo Del 1/Agosto/2024 al 31/Agosto/2024 
Saldo inicial del periodo: $288,945.62 
+ Total de depósitos/abonos: $121,765.20 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $74,994.00 y 
$46,771.20) 
- Retiros/cargos: $86,004.33 

 Periodo Del 1/Septiembre/2024 al 30/Septiembre/2024 
Saldo inicial del periodo: $324,706.49 
+ Total de depósitos/abonos: $138,156.00 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $52,000.00 y 
$85,956.00) 
- Retiros/cargos: $125,589.64 

 Periodo Del 1/Octubre/2024 al 31/Octubre/2024 
Saldo inicial del periodo: $337,272.85 
+ Total de depósitos/abonos: $0.00 
- Retiros/cargos: $14,607.82 

 Periodo Del 1/Noviembre/2024 al 30/Noviembre/2024 
Saldo inicial del periodo: $322,665.03 
+ Total de depósitos/abonos: $110,882.45 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $106,882.40) 
- Retiros/cargos: $80,786.11 
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 Periodo Del 1/Diciembre/2024 al 31/Diciembre/2024 
Saldo inicial del periodo: $352,761.37 
+ Total de depósitos/abonos: $47,728.20 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $47,728.20) 
- Retiros/cargos: $42,215.02 

 
Año 2025 

 Periodo Del 1/Enero/2025 al 31/Enero/2025 
Saldo inicial del periodo: $358,274.55 
+ Total de depósitos/abonos: $33,930.00 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $33,930.00) 
- Retiros/cargos: $46,343.12 

 Periodo Del 1/Febrero/2025 al 28/Febrero/2025 
Saldo inicial del periodo: $345,681.43 
+ Total de depósitos/abonos: $118,366.40 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $106,766.40 y 
$11,600.00) 
- Retiros/cargos: $116,115.01 

 Periodo Del 1/Marzo/2025 al 31/Marzo/2025 
Saldo inicial del periodo: $348,112.82 
+ Total de depósitos/abonos: $155,463.20 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $2,900.00 y 
$152,563.20) 
- Retiros/cargos: $144,263.09 

 Periodo Del 1/Abril/2025 al 30/Abril/2025 
Saldo inicial del periodo: $359,312.93 
+ Total de depósitos/abonos: $229,836.60 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $229,836.60) 
- Retiros/cargos: $210,561.56 

 Periodo Del 1/Mayo/2025 al 31/Mayo/2025 
Saldo inicial del periodo: $378,587.97 
+ Total de depósitos/abonos: $407,972.00 
(2 depósitos realizados por **********, por las cantidades de $308,270.00 y 
$99,702.00) 
- Retiros/cargos: $409,155.30 

 Periodo Del 1/Junio/2025 al 30/Junio/2025 
Saldo inicial del periodo: $377,404.67 
+ Total de depósitos/abonos: $0.00 
- Retiros/cargos: $32,103.06 

 Periodo Del 1/Julio/2025 al 31/Julio/2025 
Saldo inicial del periodo: $345,301.61 
+ Total de depósitos/abonos: $395,739.80 
(1 depósito realizado por **********, por la cantidad de $395,739.80) 
- Retiros/cargos: $350,868.77 

 
Con lo que se robustece la acreditación de la capacidad económica que tiene 

la parte demandada por su actividad laboral como “**********”, pues fue reconocido 

en autos por el propio enjuiciado en su escrito de contestación, adminiculándose 

con el desahogo de la prueba confesional por posiciones y declaración de parte 

ofrecida a su cargo, mediante las cuales también indicó tener un negocio propio 

relativo al “**********”, no obstante de la aclaración que plantea, se traduce en una 

expresión de reconocimiento, que por sí sola constituye una confesión judicial en 

los términos de lo dispuesto en el artículo 261 del Código Procesal, misma que 



merece relevancia jurídica al tenor de los diversos artículos 239, fracción I, 260, 270, 

360 y 366 del mismo cuerpo de leyes, con la que se acredita que el demandado 

cuenta con la capacidad para desarrollarse laboralmente, máxime que dicha 

información puede concatenarse con la información bancaria antes descrita, 

generándose la certeza de la solvencia económica e ingresos reales que percibe en 

la actualidad el demandado por dicha actividad laboral independiente, sin 

soslayarse que sus ingresos no tienden a ser fijos en cuanto a cantidades, empero, 

lo relevante es que si existe la entrada de estos ingresos y cumplir con su obligación 

alimenticia para con sus hijos. 

 
Asimismo, por lo que toca a la cuenta ligada a la tarjeta **********de la 

institución**********relativa a el uso de una tarjeta de crédito registrada a nombre del 

demandado, misma que tiene como línea autorizada la cantidad de $19,300.00 

(diecinueve mil trescientos pesos 00/100 moneda nacional), observándose de los 

estados de cuenta exhibidos en auto, que el mismo efectúa pagos por conceptos 

de compras en establecimientos físicos o en línea, así como por concepto de pago 

de tarjeta de crédito, siendo cantidades de pago que oscilan desde los $700.00 

(setecientos pesos 00/100 moneda nacional) hasta los $10,000.00 (diez mil pesos 

00/100 moneda nacional) mismos que realiza en una sola exhibición, por lo que, se 

generan indicios sobre el potencial del demandado para generar ingresos que le 

permiten contar con las facilidades de mantener y pagar esa línea de crédito. 

 
Establecido lo anterior, debe precisarse en primer término, que no obstante 

el valor otorgado a los elementos de prueba antes descritos, que por lo que hace a 

los restantes informes descritos, carecen de eficacia probatoria toda vez que del 

mismo no se advierte dato alguno sobre la capacidad económica del demandado. 

 
Información suficiente que permite a esta autoridad judicial determinar que 

es posible para el demandado cumplir con su obligación de proporcionar alimentos 

a sus acreedores, pues con ello, se presume que el demandado se encuentra apto 

para desempeñar una actividad remunerada, al no existir de momento indicio en 

otro sentido, sino por el contrario, se deduce que es una persona apta para generar 

riqueza, lo que le permite satisfacer sus propias necesidades y las de sus 

acreedores alimentistas, pues ha tenido la posibilidad de adquirir 3 tres vehículos, 

siendo que únicamente uno de los mismos, es de reciente modelo; mientras que los 

restantes no lo son, pero no pasa desapercibido que el demandado tuvo que 

desembolsar un pago para su obtención, así como a costear por todos los bienes 

muebles, pagos por concepto de placas, altas, tenencia, referendos, sanciones y 

multas municipales, respectivamente, lo que se traduce que contó con solvencia 

económica tanto para su adquisición, así como para cubrir los adeudos reportados 

del mismo, aunado a que el uso y existencia de los vehículos requieren de 
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mantenimiento y consumo de combustible, los que aquí el obligado debe costear, 

por lo que, se reitera la presunción de que cuenta con capacidad económica para 

hacer frente a sus obligaciones alimenticias, así como para atender su 

mantenimiento, gastos de servicios básicos de las viviendas, pago de predial, 

compra de enseres domésticos, entre otros egresos relacionados a su restauración 

y/o reparación en caso de ser necesario, por lo que, el demandado no solamente 

tuvo la capacidad económica para adquirir los bienes; sino para para solventar todos 

los gastos que su propiedad genera. 

 
Teniendo además aplicación el criterio cuyo rubro es del tenor siguiente: 

PRUEBAS. EL VALOR PROBATORIO DE LAS MISMAS IMPLICA LA 
SATISFACCIÓN DE LOS REQUISITOS FORMALES QUE ESTABLECE LA 
LEY, MIENTRAS SU ALCANCE SE REFIERE AL ANÁLISIS QUE DE ELLAS 
REALIZA EL JUZGADOR EN ATENCIÓN A LAS REGLAS DE LA SANA 

CRÍTICA.2 

 
Luego, para los mismos fines, la actora ofreció la prueba confesional por 

posiciones y declaración de parte a cargo de la parte demandada, mismas que 

fueron desahogadas dentro la audiencia de juicio respectiva, ante la comparecencia 

de la parte absolvente, quien contestó de manera afirmativa a diversas posiciones 

e interrogaciones, se le tuvo admitiendo por tanto, lo siguiente: 

 
Confesional por posiciones: 

1. Se encuentra física y mentalmente sano. 

2. Tiene capacidad de trabajar y sostener económicamente a sus hijos. 

3. Que tiene posibilidad para desempeñar alguna actividad que le retribuya 

ingresos económicamente. 

4. Tiene negocio propio, aclarando que no tiene pizzerías. 

5. Que declaró ingresos por $4,149,490.00 (cuatro millones ciento cuarenta 

y nueve mil cuatrocientos noventa pesos 00/100 moneda nacional) en el 

año fiscal 2023 dos mil veintitrés, mencionando que esa cantidad fue un 

ejercicio sin restar gastos y pagos a proveedores. 

6. Que declaró ingresos por $3,874,180.00 (tres millones ochocientos 

setenta y cuatro mil ciento ochenta pesos 00/100 moneda nacional) en el 

año fiscal 2024 dos mil veinticuatro, aclarando que son ejercicios 

facturados, por lo que falta restar pagos a proveedores, gastos y 

suministros. 

7. Es propietario de diversos vehículos, agregando que solamente tiene dos 

vehículos. 

8. Es propietario de dos inmuebles. 

9. Tiene conocimiento de que sus hijos requieren una pensión periódica, 

diaria y constante para sobrevivir. 

 
Declaración de parte: 

 

2
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1. Que no ha dejado de cumplir con sus obligaciones con sus hijos, 

agregando que en ningún momento se ha desobligado de dar pensión, de 

mantenerlos y darles educación. 

2. No tiene impedimento físico o mental que no le permita trabajar. 

3. Tiene capacidad física y mental para trabajar. 

4. Que sus recursos económicos los obtiene mediante el comercio de piezas 

industriales, contando con un taller. 

5. No ha dejado de dar su obligación de mantener a sus hijos, así como 

darles educación, siempre les ha otorgado su parte. 

6. Que sus hijos deberán de comer 3 tres veces al día, porque él se ha 

encargado de dar económicamente lo concerniente a su comida. 

7. No tiene ninguna vergüenza, porque siempre se ha caracterizado por ser 

responsable con sus hijos. 

8. Ha cumplido cabalmente con todas sus posibilidades de poder dar el 

máximo que ha podido. 

9. Que se ha quitado la comida de su boca para dársela a sus hijos. 

 
Confesión y declaración de parte las anteriores a la que se les otorga valor 

probatorio en términos de los artículos 239 fracción I, 260, 270, 360, 362, 366 y 368 

bis del código de procedimientos, y tomando en cuenta que la confesión judicial sólo 

produce efecto en lo que perjudica al que la hace; no en lo que le aprovecha, en 

cuanto al desahogo de la prueba confesional, se tiene por justificado que el 

enjuiciado se encuentra capacitado física y mentalmente para desempeñar una 

actividad laboral que le permita cubrir las necesidades de sus hijos, además que 

tiene un negocio propio a través del cual declara ingresos ante la autoridad tributaria 

y que es propietario de dos vehículos y dos bienes inmuebles; mientras que con la 

declaración de parte, no debe perderse de vista que el objeto de la probanza que 

ahora se valora, estriba únicamente en acreditar la capacidad económica de la parte 

demandada, como lo es el reconocimiento que tiene la capacidad física y mental 

para laborar y la información proporcionada sobre su actividad laboral, como lo es 

su negocio propio de “**********” de **********, y lo atinente a las necesidades de sus 

menores hijos; empero, en cuanto al incumplimiento de la pensión alimenticia 

provisional, esto se considera un hecho negativo, por tanto la accionante no requiere 

acreditar el incumplimiento de la obligación alimentaria del enjuiciado. Sirviendo de 

sustento a lo anterior el siguiente criterio: 

CONFESIÓN. SURTE EFECTOS SÓLO EN LO QUE PERJUDICA, NO EN 
LO QUE BENEFICIA.3 

 
De igual modo, ofreció la prueba testimonial a cargo de ******************** y 

**********, misma que se desahogó en los términos que se desprenden de la 

audiencia de juicio respectiva, proporcionando cada ateste los generales que se 

desprenden de dicha videograbación correspondiente, a cuyas declaraciones orales 

me remito en obvio de innecesarias repeticiones. 

 

 

3
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Testimonios que no cuentan con valor probatorio, toda vez que se advierten 

de las declaraciones vertidas por ambas atestes que declararon conocer los hechos 

únicamente porque han convivido con la actora y les ha comentado, por lo que 

deviene que se trata de testigos de oídas, puesto que aunque en cuanto a los 

ingresos del demandado, no tienen noción plena de a cuánto ascienden 

actualmente, pues únicamente refirieron que conocían su valor aproximado, en 

virtud de que el propio demandado así lo expuso en algunas reuniones, sin recordar 

fecha y lugar donde acontecieron, por lo que su declaración carece de valor 

probatorio, de conformidad con los artículos 380 fracción III y 381 fracción IV del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado. 

 
Sirviendo de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales: 

PRUEBA TESTIMONIAL. SU VALORACIÓN. 4 

 
PRUEBA TESTIMONIAL, REQUISITOS QUE DEBE REUNIR LA. PARA 

SER IDÓNEA. 5 

 
TESTIGOS PARIENTES O AMIGOS DE LA PARTE QUE LOS PRESENTA, 

VALIDEZ Y EFICACIA DE LAS DECLARACIONES DE LOS. 6 

TESTIGOS DE OIDAS. 7 

 
Recapitulando lo analizado, se actualiza una presunción humana derivada 

del resultado de los elementos de pruebas desahogados, pues de su análisis en 

conjunto se crea convicción en esta autoridad sobre la verdad de un hecho, relativo 

a la capacidad económica con que cuenta el demandado para cumplir con la 

pensión alimenticia a favor de sus acreedores. Veamos porqué: 

 
Se acreditó en autos que: i) el demandado declaró que tiene un negocio 

propio de giro de venta y/o producción de **********; ii) se encuentra dado de alta 

como contribuyente ante las autoridades tributarias, declarando ingresos por esa 

actividad económica; iii) que tiene un comportamiento financiero activo, pues recibe 

depósitos y abonos en su cuenta bancaria **********aperturada en **********iv) posee 

una cuenta relacionada a una tarjeta de crédito número **********ante la institución 

bancaria ********************a través de la cual, efectúa compras en establecimientos 

físicos o en línea, ambas cuentas los términos que fueron descritos en líneas 

previas. 
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Existiendo así, una pluralidad de indicios que generan en quien ahora juzga 

presunción, de que el demandado tiene la posibilidad de generar ingresos por una 

actividad de comercio de forma independiente, por lo que se desprende que el 

demandado posee potencial económico para generar ingresos por su propia cuenta. 

 
Consecuentemente, al existir ausencia de prueba en contrario de los indicios 

antes precisados, se concluye que en términos de los artículos 355 y 386 del Código 

de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, se actualiza una presunción 

en el sentido de que el demandado tiene la posibilidad de percibir ingresos por una 

actividad de comercio independiente, lo que le ha permitido tener poder adquisitivo 

para hacerse de bienes propios, independientemente si se paga una hipoteca o se 

encuentran liquidados, pues en ambos supuestos es fácil advertir que tiene 

capacidad para costear su precio; aunado a que el demandado fue omiso en aportar 

elemento de prueba alguno tendiente a justificar el origen de los ingresos que le ha 

generado esos signos exteriores de riqueza, de ahí que esta autoridad arriba a la 

presunción de que fueron generados por el propio demandado como producto de 

una actividad independiente. 

 
Sostiene la determinación anterior, el criterio por reiteración siguiente: 

PRUEBA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA. PRINCIPIOS QUE LA 
RIGEN (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL). 8 

 
Con lo anterior se demuestra que el aquí demandado tiene aptitud, 

capacidad y talento para emplearse en algo y generar ingresos con los cuales 

solventar sus necesidades y la de sus propios hijos, pues debe recordarse que la 

capacidad del deudor para suministrar alimentos no tiene una connotación 

estrictamente económica. 

 
Como tampoco debe perderse de vista que tratándose de cuestiones de 

alimentos deben considerarse todos aquellos factores que constituyan signos de 

riqueza y nivel de vida de los últimos años, y por ende, deben examinarse para 

formar la composición de su capacidad económica. Donde su oficio o actividad de 

comercio lo constituye una persona con aptitud, posibilidad o talento de todo sujeto 

para trabajar y generar riqueza. 

 
Así pues, las consideraciones anteriores son los que ponen de manifiesto la 

capacidad económica del demandado, lo cual nos lleva a considerar que éste tiene 

las aptitudes que le permiten desempeñar una actividad remuneratoria, como la 

realiza en la actualidad, ello al dedicarse al **********, por lo cual, conforme a los 
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datos obrantes en autos, puede generar riqueza, lo que lo hace capaz de cumplir 

con una obligación alimentaria. 

 
En efecto, en los ingresos del enjuiciado que lógicamente debe obtener para 

procurar su propia subsistencia y la de los acreedores de este juicio, deviene 

palmariamente imprescindible atender, en el caso particular también a sus signos 

exteriores de riqueza, así como atendiendo al empleo actual con que cuenta, se 

actualiza la hipótesis normativa contenida en el artículo 311 parte final del 

ordenamiento sustantivo civil, para resolver con legalidad y justicia este tipo de 

controversias familiares relacionados con una prerrogativa vital de las personas 

como lo es su subsistencia por medio de la alimentación. 

 
Ante tales circunstancias, en la especie justiciable se acredita el potencial y 

la capacidad del demandado para proporcionar alimentos a sus hijos menores de 

edad, dado que se justificó que el señor **********: 

 Tiene posibilidad para cumplir su obligación de ministrar alimentos a sus 

hijos, pues: 

1.- Es un deudor primario, al ser el padre de los menores de edad. 
2.- No está ausente (ni por fallecimiento ni desconocimiento de su 

paradero). 
3.- No se advierte se encuentre impedido para ministrar alimentos a 

sus hijos, lo cual puede ocurrir por enfermedad grave, inhabilitación 
permanente para el trabajo u otro obstáculo justificado. 

 

 Cuenta con **********, por lo cual, puede desempeñar una actividad que le 

permita recibir ingresos para satisfacer sus necesidades personales y las de 

sus acreedores alimentistas, pues no obra en autos constancia de 

encontrarse imposibilitado física o mentalmente para desempeñarse 

laboralmente. 

 

 Es una persona con aptitudes, talento y cualidades para ocuparse en algo, 

siendo ********** y, que con motivo de ello puede generar recursos 

económicos, lo que, en todo caso, le permite dar sustento a su familia, de ahí 

que se reitera, la capacidad no tiene una connotación estrictamente 

pecuniaria. 

 
Teniendo aplicación al respecto, el criterio sostenido en la siguiente tesis: 

ALIMENTOS. LA CAPACIDAD DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS 
NO TIENE UNA CONNOTACIÓN ESTRICTAMENTE ECONÓMICA.9 
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Lo anterior, sin que pase desapercibido para esta autoridad la objeción del 

demandado respecto a las pruebas ofrecidas por la actora para justificar sus gastos, 

bajo el argumento de que no demuestran ni que ella erogo esos gastos, ni mucho 

menos que los artículos que ahí se señalan hayan sido adquiridos para el uso, goce, 

beneficio o disfrute de sus menores hijos, esto en atención a lo preceptuado en el 

artículo 230 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, respecto de 

lo cual resulta imperativo precisar que esta autoridad se pronunció en lo atinente a 

los medios de prueba ofertados por ambas partes, en el desarrollo de la audiencia 

preliminar, encontrando la totalidad de estos ajustados a derecho por guardar 

relación con los hechos controvertidos. 

 
A mayor abundamiento, respecto esta objeción la misma resulta inoperante, 

dado que a criterio de esta autoridad sí se cumplen con los supuestos señalados en 

el numeral citado, tan es así que fueron admitidos por esta autoridad durante el 

desahogo de la audiencia preliminar, pues a diferencia de lo que el demandado 

argumenta, las aludidas probanzas se encuentran relacionadas a justificar los 

hechos, esto en nada impide la admisión de dichas pruebas, por ende, su posterior 

valoración en sentencia, veamos porqué. 

 
El artículo 230 del ordenamiento procesal civil dispone que las pruebas se 

deben ofrecer expresando claramente el hecho o hechos que se tratan de demostrar 

con las mismas, así como las razones por las que el oferente considera que 

demostrarán sus afirmaciones. Si, a juicio del juzgador, las pruebas ofrecidas no 

cumplen con las condiciones apuntadas serán desechadas. 

 
Los lineamientos previstos en dicho numeral se encuentran dirigidos en dos 

vertientes que se traducen en requisitos para la debida admisión de los elementos 

de prueba que sean intención de las partes: el primero de ellos hace alusión a que 

las pruebas deben ofrecerse claramente el hecho o hechos que se tratan de 

demostrar. El segundo impone la carga procesal de mencionar las razones por las 

que el oferente considera que demostrará sus afirmaciones. 

 
En reiteradas ocasiones se ha dicho que esos requerimientos atienden a un 

criterio de idoneidad, utilidad y trascendencia de los medios probatorios, que 

obedecen a un principio de congruencia consistente en que las pruebas deben 

guardar un nexo directo con los hechos que se traten de probar. 

 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito ha 

expresado que lo que así se predica en relación a ambas exigencias- antes citadas- 

en realidad sólo es aplicable a la primera. 
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En efecto, el primer requisito debe considerarse apropiado en función del fin 

de la norma, esto es, agilizar el procedimiento, pues evita que las partes abusen del 

mismo, al ofrecer todos los medios de convicción que tengan a su alcance con el 

único propósito de retardarlo, cuando de antemano conocen que no tienen 

vinculación con los hechos (principio de pertinencia de la prueba) ni resultan idóneos 

(principio de idoneidad de la prueba), es decir, que no son adecuados para que el 

juzgador conozca la verdad de los hechos. 

 
Empero, el segundo requisito no cumple con ese fin. Al respecto, explica que 

el de expresar las razones por las cuales considera que la prueba ofrecida 

acreditará sus afirmaciones no aporta ningún dato útil al juzgador para determinar 

la pertinencia o idoneidad de la misma. Incluso, el aludido tribunal colegiado, a 

través de un argumento en absurdo, expresa que tan irrelevante es tal exigencia 

que formalmente debe estimarse satisfecho aunque las razones expresadas por el 

oferente no sean ciertas. Afirmación que es compartida por quien ahora resuelve, 

porque la codificación adjetiva civil no prevé que tales razones deban cumplir algún 

parámetro en particular, por lo que un razonamiento dogmático por parte del 

oferente sería suficiente para satisfacer esa formalidad. 

 
Con base en lo anterior, se concluye que tal exigencia legal, al permitir 

desechar pruebas aunque las mismas no sean contrarias al derecho o a la moral y 

estén relacionadas con los hechos que se pretenden demostrar, se erige en un 

formalismo excesivo que infringe el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, 

consagrado tanto en el artículo 17 de la Constitución, como en el diverso 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como el principio de 

favorecimiento de la acción (pro actione), en el contenido, conforme al cual los 

órganos judiciales están obligados a interpretar las disposiciones procesales en el 

sentido más favorable para la efectividad del referido derecho fundamental, con el 

fin de evitar la imposición de formulismos enervantes contrarios al espíritu y finalidad 

de la norma, así como el convertir cualquier irregularidad formal en obstáculo 

insalvable para la prosecución del proceso y la obtención de una resolución de 

fondo. Tal como se sostiene en el siguiente criterio –que por analogía- sirve de 

fundamento para lo anteriormente expuesto. 

PRUEBAS EN MATERIA MERCANTIL. LA OMISIÓN DEL OFERENTE, DE 
PRECISAR LAS RAZONES POR LAS QUE ESTIMA QUE CON LAS QUE 
APORTA DEMOSTRARÁ SUS AFIRMACIONES, NO CONDUCE A SU 
INADMISIÓN.10 
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En congruencia con lo expuesto, es viable establecer que la exigencia del 

artículo 230 del ordenamiento procesal civil, en cuanto a que el oferente de la prueba 

deba mencionar las razones por las cuales considera demostrará sus afirmaciones 

se contrapone al marco constitucional vigente por cuanto limita de forma 

exacerbada el derecho humano de tutela jurídica efectiva, al mismo tiempo que 

restringe injustificadamente el derecho de audiencia, particularmente por lo que 

hace a la capacidad demostrativa a través de elementos de prueba que no sólo 

están relacionados con los hechos debatidos, sino que no existe dato alguno que 

presuponga que sean contrarios a la ley o a la moral. 

 
Por ende, en ejercicio del control difuso de constitucionalidad de las normas 

nacionales, quien ahora resuelve es de la opinión que el precepto 230 del código de 

procedimientos debe ser inaplicado, particularmente en la porción normativa que 

prevé la carga procesal a cargo del oferente de la prueba de expresar la o las 

razones por las cuales considera que aquella demostrará sus afirmaciones, dado 

que tal requerimiento se constituye como una traba injustificada al ejercicio de los 

derechos de tutela jurisdiccional efectiva y de audiencia previa al acto privativo de 

autoridad; derechos que no deben estar supeditados a requisitos innecesarios, 

excesivos ni carentes de razonabilidad o proporcionalidad. 

 
Resultando aplicable a lo anterior, el criterio jurisprudencial que es del tenor 

siguiente: 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD 
(REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011).11 

 
Así pues, con los elementos de prueba descritos y a los cuales se les 

concedió valor se estima que ha quedado acreditado el segundo de los 

elementos de la acción ejercida. 

 
En tal virtud, han quedado debidamente justificados los elementos de la 

acción. 

 
6.1.3 Excepciones y defensas del demandado. Ahora bien, antes de emitir 

pronunciamiento alguno sobre lo fundado o no de la acción, esta autoridad 

procederá al estudio de las defensas planteadas por el demandado. 

 
Así pues, tenemos que del escrito de contestación se aprecia que, a manera 

de defensas y excepciones, esgrimió en lo que interesa lo siguiente: 

a) Que siempre ha cumplido con la obligación de proporcionar pensión 

alimenticia a sus hijos en la medida de sus posibilidades. 

b) Nunca se ha negado a cumplir con el pago de una pensión definitiva. 

 

11
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c) Ha aportado diversas cantidades de dinero para el sostenimiento de sus 

hijos. 

d) Se estuvo haciendo cargo del 100% de los gastos de educación del 

mayor de sus hijos, así como de gastos extras de ropa y trasportación; 

y en cuanto al menor, se ha hecho cargo del 50% de los gastos 

escolares, comida, ropa y gastos extras. 

 
En efecto, el demandado presentó el escrito de contestación formulando 

diversas excepciones y defensas, respecto de las cuales algunas serán abordadas 

al unísono, dada la estrecha relación que guardan. 

 
Sin que tal manera de abordar el estudio de dichas defensas libere un 

perjuicio al demandado, o conlleve el quebrantamiento del principio de congruencia 

que debe regir en toda sentencia, pues lo que interesa no es, precisamente, la forma 

en que aquéllas sean examinadas, es decir, en su conjunto o globalmente, 

separando todo lo expuesto en distintos grupos o bien uno por uno y en el mismo 

orden de su exposición o en diverso orden, ya que lo que verdaderamente importa 

es el dato sustancial de que se estudien todas y de que ninguna quede libre de 

examen, cualquiera que sea la forma que al efecto se elija; tal y como lo deja de 

manifiesto la tesis que se inserta enseguida: 

EXCEPCIONES, EXAMEN DE LAS. 12 

 
 

Al efecto, para acreditar sus defensas el demandado ofreció las siguientes 

pruebas: 

a) Documentales privadas, consistentes en los documentos siguientes: 

 2 dos acuses de declaraciones de ejercicios de impuestos federales. 
 Recibo número ********** expedido por la tesorería municipal del 

municipio de General Escobedo, Nuevo León, por concepto de pago 
de impuesto de predial. 

 Recibo número ********** expedido por la tesorería municipal del 
municipio de General Escobedo, Nuevo León, por concepto de pago 
de impuesto de predial. 

b) Documental vía informe a cargo del Colegio **********respondido por la 
Directora del citado Plantel Educativo en fecha 8 ocho de diciembre de 
2025  dos  mil  veinticinco,  quien  indicó  que  el  menor  de  edad 
**********actualmente se encuentra inscrito en el ciclo escolar 2025-2026, 
cursando el ***** grado de primaria en el grupo **********, además que los 
costos de ese ciclo son los siguientes: 

 Inscripción y material: $2,800.00 pesos de cada concepto. 
 Colegiatura se deben de liquidar 12 en total, por la cantidad de 

$2,500.00 pesos cada mes. 
 El costo de uniformes es de $540.00 pesos verano y $1,000.00 en 

invierno. 
c) Documental vía informe a cargo a cargo de las Administraciones 

Desconcentradas de Recaudación de Nuevo León “1”, “2” y “3”, mismas 
que fueron descritas en el capítulo relativo a la capacidad económica del 
demandado, rindiéndose la información solicitada por el enjuiciado. 
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d) Documental vía informe a cargo del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, rendida por la Jefa del Departamento Contencioso de la Oficina de 
Juicios Civiles y Asuntos Especiales de la Delegación Regional del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, en data 4 cuatro de agosto de 2025 dos mil 
veinticinco comunicó que con los datos estadísticos proporcionados, no se 
localizaron antecedentes laborales a nombre de la actora. 

e) Documental vía informe a cargo de la empresa **********, rendida el día 3 
tres de julio de 2025 dos mil veinticinco por la licenciada **********, en su 
carácter de representante de dicha persona moral, quien informó que la parte 
actora es empleada de esa compañía desde el día 13 trece de enero de 2010 
dos mil diez, teniendo percepciones ordinarias y extraordinarias, como lo es 
aguinaldo, vacaciones, prima vacacional, fondo de ahorro y vales de 
despensa, así como un salario base de $1,207.78 (mil doscientos siete pesos 
78/100 moneda nacional) y deducciones como impuestos, “IMSS”, “Infonavit” 
y aportación de fondo de ahorro. 

 
Documentales públicas y privadas las anteriores, respectivamente, que 

cuentan con valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 239, fracciones 

II y III, 290, 291, 369 y 373 del código de procedimientos, teniendo eficacia 

demostrativa las probanzas identificadas con los incisos a), b), c) y e) pues se 

justifica que el demandado ha reportado ingresos ante la autoridad tributaria, así 

como que ha efectuado pagos por concepto de impuesto predial respecto de los 

dos bienes muebles inscritos como de su propiedad, además los gastos que se 

deben cubrir por concepto de educación por uno de sus hijos y la relativa a justificar 

que la parte demandada también percibe ingresos por una actividad laboral, 

empero, esta última sirve únicamente como elemento adicional para atender al 

principio de proporcionalidad que debe tomarse en cuenta para fijar el monto 

respectivo de la pensión alimenticia que se demanda, pues el hecho de que la 

accionante se encuentre laborando y percibiendo ingresos por esa actividad, no 

exime de la obligación a la parte demandada, en virtud de que es obligación de 

ambos ascendientes el otorgar alimentos a sus hijos menores de edad, aunado a 

que independientemente, si la actora trabaja o no, e inclusive si percibe un salario 

más alto que el demandado, es obvio que en mayor medida cubre las necesidades 

de sus hijos al tenerlos incorporados a su domicilio, dado que la obligación es para 

ambos padres, y habrá de distribuirse proporcionalmente; mientras que el restante 

informe carece de eficacia demostrativa, al no arrojar información respecto de la 

parte actora. 

 
Por otra parte, se aprecia que el demandado ofreció también como pruebas 

de su intención, las siguientes: 

 
Confesional por posiciones y declaración de parte a cargo de la parte 

actora, mismas que tuvieron verificativo en la audiencia de juicio, y ante la 

comparecencia de la parte absolvente, quien contestó de manera afirmativa a 

diversas posiciones e interrogaciones, se le tuvo admitiendo los siguientes puntos: 

 
Confesional por posiciones: 
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1. Durante el tiempo que duró su relación con el demandado, ella recibía por 

parte de este dinero para la manutención de sus hijos. 

2. Que el demandado le facilitó a su hijo **********, un vehículo para el uso 

familiar, agregando que ya se lo retiró. 

3. Cuenta con un empleo de manera formal. 

4. Que cuenta con un servicio médico como prestación laboral. 

5. Sus menores hijos cuentan con un servicio médico como prestación 

laboral de la actora. 

 
Declaración de parte: 

1. Es empleada. 

2. Labora en una empresa de arrendamiento, siendo la empresa **********, 

ubicada en Carretera **********. 

3. Sus ingresos mensuales libres ascienden a la cantidad de $20,000.00 

(veinte mil pesos 00/100 moneda nacional). 

4. Tiene prestaciones de ley. 

5. Que ella se hace cargo del pago de la educación de su hijo ********** 

6. Que su hijo **********, va a entrar a la ******, pues acaba de aprobar el 

examen de ingreso. 

7. Que su hijo cursara la ***** en el ********** 

8. El costo de la educación de ese ********** **********son $8,000.00 (ocho 

mil pesos 00/100 moneda nacional) semestrales de colegiatura, pero 

faltan uniformes y útiles escolares. 

9. Que la casa donde habita se encuentra a su nombre. 

10. Adquirió ese bien inmueble por medio de “Infonavit”. 

11. Que el demandado no contribuyó para la adquisición de ese inmueble. 

 
Confesión y declaración de parte las anteriores a la que se les otorga valor 

probatorio en términos de los artículos 239 fracción I, 260, 270, 360, 362, 366 y 368 

bis del código de procedimientos, y tomando en cuenta que la confesión judicial sólo 

produce efecto en lo que perjudica al que la hace; no en lo que le aprovecha, en 

cuanto al desahogo de la prueba confesional, reconoce que durante la vigencia de 

su relación sentimental con el demandado, recibía cantidades de dinero para 

sufragar los gastos de sus hijos, así como que el enjuiciado en algún momento le 

facilitó a su hijo mayor un vehículo, también que cuenta con una relación de trabajo 

vigente, la cual le brinda diversas prestaciones de ley, entre ellas el servicio médico 

para ella y sus hijos, y por lo que hace a la declaración de parte, afirma trabajar en 

una empresa determinada, percibiendo ingresos mensuales y prestaciones de ley, 

asimismo que ella cubre el rubro de educación de uno de sus hijos, y por último que 

su diverso descendiente está por iniciar su actividad escolar nivel *****; sin 

embargo, tales reconocimientos, resultan insuficientes para desvirtuar la acción de 

alimentos que nos ocupa, pues el hecho de que se haya justificado que el 

demandado previamente haya proporcionado cantidades para sufragar las 

necesidades de sus hijos, y que la progenitora reconozca que se encuentre 

trabajando, como se dijo en líneas que anteceden, no exime de la obligación a la 

parte demandada, por lo que tales circunstancias, no impiden que ésta autoridad 



determine fijar una pensión alimenticia definitiva a favor de los acreedores, ello para 

efecto de garantizar su subsistencia no solo presente sino la futura. Sirviendo de 

sustento a lo anterior el siguiente criterio: 

CONFESIÓN. SURTE EFECTOS SÓLO EN LO QUE PERJUDICA, NO EN 
LO QUE BENEFICIA.13 

 
Finalmente, ofreció la prueba confesional expresa, presuncional e 

instrumental de actuaciones, las cuales no le arrojan beneficio alguno al oferente, 

en virtud de que no se advierte probanza alguna diversa a las ya analizadas en 

párrafos anteriores. 

 
Analizados los elementos de prueba aportados por la parte demandada, es 

el caso proceder al análisis de las excepciones propuestas. 

 
En relación a la totalidad de sus defensas, se traducen en una excepción de 

pago, de lo que debe decirse que, resultan improcedentes en razón que es de 

explorado derecho que, los alimentos, tienen la característica de ser de tracto 

sucesivo y de orden público, de ahí que una de las consecuencias de esas 

cualidades es que no puedan tenerse por cumplidas las pensiones alimentarias que 

aún no se actualizan o vencen, ello es así, porque el crédito alimentario tiene esas 

y otras características que lo hacen sui generis, es decir, diferente a cualesquier 

otro crédito; por ende, la sola manifestación, de no negarse a cumplir con los 

mismos, no permite tener por acreditado el cumplimiento de los mismos. 

 
Justamente, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 309 del código civil, 

existen dos formas de cumplir la obligación alimentaria a saber; la realizada 

en forma natural cuando los acreedores cohabitan en el domicilio del deudor 

alimentario y, la consistente en la asignación y pago de una pensión 

alimentaria cuando los acreedores no habitan con el deudor; en el caso 

justiciable está plenamente demostrado que los menores de edad y el deudor 

alimentante se encuentran viviendo separados; en esa circunstancia, resulta 

incuestionable que se surte la segunda hipótesis mencionada, es decir, que el 

demandado debe asignar una pensión para los alimentos de sus hijos, que 

sea proporcional a su capacidad económica y las necesidades de los 

acreedores; de manera que, sus hijos tienen derecho a que se determine una 

pensión alimenticia para ellas a cargo del enjuiciado, por lo que no obstante que no 

se niegue a proporcionar una pensión, esto no impide que los acreedores acudan 

ante la autoridad jurisdiccional para que, judicialmente, se determine cuál será el 

monto a pagar por ese concepto; dicho de otro modo, no queda ni al arbitrio de las 

acreedoras señalar unilateralmente la cantidad que debe recibir para satisfacer sus 
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alimentos, pero tampoco corresponde lo haga de mutuo propio el deudor, sino que 

debe establecerse por convenio entre deudor y acreedores o, en su defecto como 

sucede en el caso en estudio, mediante la determinación de autoridad. 

 
En esa tesitura, es evidente que, mientras ese monto no se haya fijado por 

convenio o sentencia definitiva, tampoco existe una cantidad determinada a pagar, 

por ende, no es viable demostrar que se está cumpliendo ese deber con el mero 

hecho de realizar aportaciones voluntarias, porque éstas no podrán ajustarse a un 

monto y periodicidad que aún no han sido fijado por convenio, ni judicialmente 

mediante sentencia. 

 
El legislador ordinario, de ninguna forma supeditó la reclamación de 

alimentos a la condición de incumplimiento de éstos; ello es así en razón de que, 

otras de las particularidades de la obligación alimentaria son las de ser periódica y 

continua, por tanto, únicamente quedarían, en caso de que así lo hubiera justificado, 

acreditados los pagos de las pensiones vencidas, sin embargo, las futuras seguirían 

impagadas, pues ni aun por adelantado podrían liquidarse, al desconocerse el 

monto a pagar, por ignorarse también, las condiciones que habrían de prevalecer 

en el porvenir en cuanto a las necesidades de los acreedores y las posibilidades del 

deudor, de ahí que de acuerdo al contenido del artículo 1068 del código procesal 

civil, para la reclamación de alimentos, únicamente se plasmó dos hipótesis a 

cumplir, el título en cuya virtud se pidan y justificar que el deudor cuenta con 

capacidad para otorgarlos, presumiéndose la necesidad de ellas. 

 
De tal modo que deviene indiscutible que no es posible acreditar el 

cumplimiento del deber alimentario y que incluso, su existencia o la falta de él, no 

están sujetos a litigio, máxime si se considera que el fin del presente juicio, redunda 

en la determinación del monto que por alimentos, debe otorgar el deudor a sus 

acreedores, resultando inadmisible dejar al arbitrio y potestad del deudor 

alimentante su otorgamiento en la cantidad y momentos que decida, dejando a los 

acreedores, en el caso concreto sus hijos, en una incertidumbre tal para ver 

colmadas sus necesidades alimenticias. 

 
Dicho en otros términos, es inexacto que tales circunstancias (que siempre 

ha cumplido con su obligación de proporcionar pensión y que nunca se ha negado 

a cumplir) haga infundada la acción para demandar los alimentos en la vía judicial, 

al entrañar éstos la supervivencia de quienes los reclaman, es decir, la acción 

respectiva procede inclusive sin que exista incumplimiento del deudor, ello debido 

a que los alimentos es una cuestión de orden público, por lo que es necesario, en 

aras de la seguridad jurídica de los acreedores alimentarios, que la autoridad 

judicial, tomando en cuenta las pruebas aportadas por las partes, fije el porcentaje 



o cantidad equitativa que deberá otorgarse, a efecto de que exista certeza respecto 

del cumplimiento en forma continua, permanente y total de dicho concepto, sin que 

se deje a la voluntad solamente de quien debe proporcionarlos, a efecto de dar a la 

vez certeza a las acreedoras alimentistas del cumplimiento de dicha obligación, así 

mismo para que la cantidad y la forma en que se debe otorgar dicha pensión no 

quede al arbitrio del deudor alimentario. 

 
Por lo que, el hecho de que en su caso haya dado cumplimiento a su 

obligación, y que incluso por ello, ni por ninguna otra razón haya dado motivo para 

que se le demande, no es suficiente para denegar los alimentos solicitados, porque 

aún sin motivo negativo alguno por parte del enjuiciado, como ya se dijo, la acción 

respectiva procede inclusive sin que exista incumplimiento del deudor, o algún 

otro motivo imputable al deudor, sino que al entrañar la supervivencia de los 

acreedores, éste tiene expedito su derecho para solicitar vía judicial su 

determinación, independientemente de las circunstancias que la pudieron originar. 

 
Además, tenemos que resulta incuestionable que la parte actora 

complementa la satisfacción de las necesidades de sus menores hijos al tenerlos 

incorporados a su domicilio, pues recordemos que quien está obligado a dar 

alimentos cumple la obligación asignando una pensión competente a los acreedores 

alimentarias, o incorporándolos a la familia. Este aspecto debe de tomarse en 

cuenta para atender el citado principio de proporcionalidad, ya que al habitar dichos 

acreedores con la accionante es innegable que debe procurar su propia 

manutención y la de sus hijos; empero, esto no exime del cumplimiento de la 

obligación alimenticia por parte del padre, puesto que por el sólo hecho de que uno 

de los progenitores cubra los alimentos, o incluso pudiera tener posibilidad de 

hacerlo por sí solo, no significa que se deba relevar al otro padre de esa obligación, 

si se toma en consideración que los padres (ambos) están obligados a dar alimentos 

a sus hijas o hijos, así que en todo caso tal circunstancia habrá de considerarse 

para distribuir la carga alimentaria de manera equitativa entre ambos progenitores; 

de ahí que si en su caso resulta fundado imponer a uno de los padres (en este caso 

el demandado) una carga procesal de proporcionar alimentos, en favor de sus hijas, 

no revela discriminación por razón de género, ni se viola el principio de igualdad. 

 

 
Entonces bajo ese panorama, si la parte actora por disposición de la ley, 

también se encuentra obligada a dar alimentos a sus hijos, es lógico que tenga que 

trabajar, más que por obligación, por necesidad al tener a los menores de edad a 

su cuidado, pero esto –se insiste- no exime al demandado de contribuir a los 

alimentos de sus menores hijos, independientemente, si la actora trabaja o no, e 

inclusive si tiene un salario más alto que el demandado, porque es obvio que en 

mayor medida cubre las necesidades de los acreedores al tenerlos incorporados a 
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su domicilio, dado que la obligación es para ambos padres, y habrá de distribuirse 

proporcionalmente. 

 
Lo anterior encuentra apoyo en los criterios jurisprudenciales, cuyos rubros 

enseguida se insertan: 

ALIMENTOS. EL EXAMEN DE SU CUMPLIMIENTO COMPRENDE NO 
SÓLO SU SUFICIENCIA, SINO TAMBIÉN LA REGULARIDAD DE SU 
PAGO Y ASEGURAMIENTO; POR TANTO, PROCEDE SU CONDENA 
AUNQUE EL DEMANDADO HAYA PROBADO HABER REALIZADO 

PAGOS ANTES Y DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO. 14 

 
ALIMENTOS. CUANDO HAY DUDA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LA 
OBLIGACION DEBEN DECRETARSE. 15 

 
Por lo que, la presente causa se resuelve analizándola con perspectiva 

de género, considerando a ambas partes en un plano igualdad. 

 
Cobra sustento de lo anterior la tesis que a continuación se expone: 

IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. DEBE 
APLICARSE ESTE MÉTODO ANALÍTICO EN TODOS LOS CASOS QUE 
INVOLUCREN RELACIONES ASIMÉTRICAS, PREJUICIOS Y PATRONES 
ESTEREOTÍPICOS, INDEPENDIENTEMENTE DEL GÉNERO DE LAS 

PERSONAS INVOLUCRADAS.16 

 
Teniendo aplicación también al caso en estudio, el siguiente criterio judicial 

visible en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Materia(s): 

Constitucional, Tesis: 1a. CLXXVI/2012 (10a.), Página: 482, Libro XI, Agosto de 

2012, Tomo 1, cuyo rubro y texto dice: 

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. 
SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 
EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES.17 

 
Pues juzgar con perspectiva de género en la administración de justicia no 

significa que en cualquier caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el fondo 

del asunto conforme a las pretensiones planteadas por las o los gobernados en 

razón de su género, ni que dejen de observarse los requisitos de procedencia y de 

fondo previstos en las leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de 

defensa, ya que las formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a 

una adecuada resolución, por lo que el principio de juzgar con perspectiva de 

género, por sí mismo, resulta insuficiente para declarar fundado aquello que no lo 

 

14
 Registro digital: 185453 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materia(s): Civil Tesis: I.3o.C.371 

C Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Diciembre de 2002, página 744 Tipo: Aislada 
15

 Registro digital: 241876 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materia(s): Civil Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Volumen 54, Cuarta Parte, página 30 Tipo: Aislada 
16

 Época: Décima Época Registro: 2008545 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II Materia(s): Constitucional Tesis: 1a. LXXIX/2015 (10a.) Página: 
1397. 
17

 Décima Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. CLXXVI/2012 (10a.), Página: 482, Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1. 



es. Máxime si para que pueda impartirse justicia con perspectiva de género, debe 

identificarse si en un caso concreto existe un estado de vulnerabilidad que genere 

una desventaja real o un desequilibrio patente en perjuicio de una de las partes en 

conflicto, lo que no se evidencia en el caso, por lo que la carga alimentaria que ahora 

tiene el deudor de este asunto, en favor de sus hijas, no revela discriminación por 

razón de género, ni se viola el principio de igualdad. 

 
Cobra sustento a lo anteriormente expuesto los criterios que son del tenor 

siguiente: 

JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL JUZGADOR DEBE 
IDENTIFICAR SI EL JUSTICIABLE SE ENCUENTRA EN UN ESTADO DE 
VULNERABILIDAD QUE HAYA GENERADO UNA DESVENTAJA REAL O 
DESEQUILIBRIO PATENTE EN SU PERJUICIO FRENTE A LAS DEMÁS 

PARTES EN CONFLICTO.18 

 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO 
SIGNIFICA QUE DEBAN RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO 
CONFORME A LAS PRETENSIONES PLANTEADAS POR LAS O LOS 

GOBERNADOS.19 

 
Bajo ese panorama, cabe establecer que si la parte actora por disposición 

de la ley, también se encuentra obligada a dar alimentos a sus hijos, es lógico que 

tenga que trabajar, más que por obligación, por necesidad al tener a las acreedoras 

incorporadas a su domicilio, pero esto –se insiste- no exime al demandado de 

contribuir a los alimentos de sus descendientes, independientemente, si la actora 

trabaja o no, e inclusive si tiene un salario más alto que el demandado, porque es 

obvio que en mayor medida cubre las necesidades de sus hijas al tenerlas 

incorporadas a su domicilio, dado que la obligación es para ambos padres, y habrá 

de distribuirse proporcionalmente. 

 

 
Tiene apoyo lo anterior en el criterio que han sustentado nuestros más altos 

tribunales que al efecto se transcribe: 

IGUALDAD DEL HOMBRE Y LA MUJER Y NO DISCRIMINACIÓN POR 
RAZONES DE GÉNERO. SON PRINCIPIOS QUE NO SE VIOLAN CUANDO 
SE INVOLUCRA EL DERECHO DE UN MENOR A RECIBIR ALIMENTOS 
DE AMBOS PROGENITORES.20 

 
En conclusión, se tiene que en cuanto a las defensas que vertió el 

demandado, éste no logró con las mismas desvirtuar la acción ejercida en su contra, 

 

18
 Época: Décima Época Registro: 2014125 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 41, Abril de 2017, Tomo II Materia(s): Constitucional Tesis: 
XXI.2o.P.A.1 CS (10a.) Página: 1752 
19

 Época: Décima Época Registro: 2012773 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 35, Octubre de 2016, Tomo IV Materia(s): Constitucional Tesis: II.1o.1 
CS (10a.) Página: 3005 
20

 Época: Novena Época. Registro: 162582. Instancia: DECIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Tipo Tesis: Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Localización: Tomo 
XXXIII, Marzo de 2011. Materia(s): Constitucional. Tesis: I.14o.C.77 C. Pag. 2355. 
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pues por un lado no desvirtuó el título, ni la necesidad con que cuentan sus hijos de 

percibir alimentos, ni tampoco acreditó carecer de capacidad económica para hacer 

frente a sus obligaciones con sus acreedores, por el contrario a través de las 

diversas pruebas desahogadas se demostró que el demandado tiene el potencial 

económico para estar en aptitud de desarrollar una actividad laboral a través de la 

cual reciba cantidad remunerativa, tanto para patrón determinado, como por cuenta 

propia como **********o alguna otra al tener potencial para ello, según la presunción 

e indicios generados en base al material probatorio ofertado por la actora. 

 
6.1.4. Decisión. Como consecuencia de lo antes expuesto, es fundado el 

procedimiento oral de alimentos en que se actúa. 

 
7. Proporcionalidad de la pensión. 

 
 

Ahora corresponde analizar el grado de necesidad y fijar la respectiva 

pensión, primero debemos tener presente que los rubros que encierra el concepto 

de alimentos, se encuentran consignados en el artículo 308 del código civil de la 

entidad21, en relación con el numeral 121 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes para el Estado de Nuevo León22. Siendo los siguientes: 

 

Alimentos 

Comida Habitación Vestido 

 
 
 

 

21
 Artículo 308.- Los alimentos comprenden la manutención en general que incluye entre otros, la comida, el vestido, la 

habitación y la salud. Respecto de los menores de edad, los alimentos comprenderán además, los gastos necesarios para la 
educación preescolar, primaria, secundaria y media superior del alimentista y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión 
honestos y adecuados a su edad y circunstancias personales, lo cual también deberá considerarse respecto de los mayores 
de edad, cuando el caso así lo amerite. 
Cuando el acreedor alimentista tenga alguna discapacidad temporal o permanente, los alimentos incluirán también, los gastos 
en higiene, asistencia personal, rehabilitación y los de traslado cuando la persona requiera acudir a recibir atención derivada 
de la misma; y en general, todo aquél gasto originado con motivo de la discapacidad. 
22

 Artículo 121. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás 
personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a 
su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las siguientes: I. Garantizar 
sus derechos alimentarios, el desarrollo integral y el ejercicio de sus derechos, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Ley y demás disposiciones aplicables. Para los efectos de esta fracción, los derechos alimentarios comprenden esencialmente 
la satisfacción de las necesidades de alimentación y nutrición, habitación, educación, vestido, atención médica y psicológica 
preventiva integrada a la salud, asistencia médica y recreación; II. Registrarlos dentro de los primeros treinta días de vida; III. 
Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su proceso educativo y proporcionarles las condiciones para su 
continuidad y permanencia en el sistema educativo; IV. Impartir en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección 
y orientación apropiada a niñas, niños y adolescentes, y en su caso restringir sus conductas y hábitos, siempre y cuando 
atiendan al interés superior de la niñez, salvarguardando sus derechos; V. Asegurar un entorno afectivo, comprensivo y sin 
violencia para el pleno, armonioso desarrollo integral; VI. Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a todas las 
personas, así como el cuidado de los bienes propios, de la familia y de la comunidad, y el aprovechamiento de los recursos 
que se dispongan para su desarrollo integral; VII. Protegerles contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño, 
agresión, abuso, venta, trata de personas y explotación; VIII. Abstenerse de cualquier atentado contra su integridad física, 
psicológica o actos que menoscaben su desarrollo integral. El ejercicio de la patria potestad, la tutela o la guarda y custodia 
de niñas, niños y adolescentes no podrá ser justificación para incumplir la obligación prevista en la presente fracción; IX. Evitar 
conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia o rechazo en las relaciones entre niñas, niños y 
adolescentes, y de éstos con quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como con los demás miembros 
de su familia; X. Considerar la opinión y preferencia de las niñas, niños y adolescentes para la toma de decisiones que les 
conciernan de manera directa conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez; y XI. Educar en el 
conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información y comunicación. En casos de controversia, el órgano 
jurisdiccional competente determinará el grado de responsabilidad de quien tenga a su cargo y cuidado a niñas, niños o 
adolescentes, atendiendo a los principios rectores de esta Ley. 



Salud e higiene Educación Recreación23 

 
Esta autoridad judicial, a continuación emitirá argumentos para efecto de 

establecer de manera aproximada la cantidad líquida a la que ascienden las 

necesidades más apremiantes de los acreedores, lo anterior con base en la sana 

crítica, aplicando un razonamiento lógico, así como la experiencia a través del 

proceso de sensibilidad e intelecto, destacándose que las reglas de la sana crítica 

consisten en su sentido formal en una operación lógica, pues las máximas de la 

experiencia contribuyen tanto a los principios lógicos como a la valoración de la 

prueba. 

 
Así es, son las autoridades jurisdiccionales quienes toman conocimiento del 

mundo que les rodea y le conoce a través de sus procesos sensibles e intelectuales. 

La sana crítica es, además de la aplicación de la lógica, la correcta apreciación de 

ciertas proposiciones de experiencia de la que todo hombre o mujer se sirve en la 

vida; luego, es necesario considerar en las determinaciones judiciales como la que 

ahora se analiza el carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto 

como la necesidad de mantener con el rigor posible los principios de la lógica en 

que el derecho se apoya. Lo anterior, se apoya en el criterio judicial: 

SANA CRÍTICA. SU CONCEPTO. Debe entenderse como el adecuado 
entendimiento que implica la unión de la lógica y la experiencia, tendientes a 
asegurar el más certero y eficaz razonamiento a través de procesos sensibles 
e intelectuales que lleven a la correcta apreciación de los hechos.24 

 
Ello, obedece a que, respecto a los asuntos de alimentos, no existe en la 

legislación, normas acerca de la cuantía de la pensión alimenticia, como tampoco 

un tabulador sobre el monto o porcentaje que se debe aplicar en cada asunto 

concreto. Por eso, la necesidad de asistir a soluciones prácticas conforme a cada 

caso particular. 

 
 Comida 

Los alimentos de los acreedores tienen la particularidad que, cada uno de 

ellos, tiene una duración de consumo diversa, ejemplo, un kilo de carne, pescado, 

pollo o de carnes frías, no tiene la misma duración que un kilo arroz, frijoles, debido 

al estado perecedero de los primeros. 

 
Por tanto, dada la diversidad de productos que conforman la canasta básica, 

sobre todo en atención a su consumo más frecuente como a la naturaleza 

perecedera que presentan algunos alimentos, aunado a que se divide entre el 

desayuno, comida y cena, las cuales se consideran las comidas esenciales durante 

 

23
 Este rubro es un derecho humano consagrado en el artículo 4 constitucional, de modo que debe tomarse en cuenta en los 

apartados que conforman una pensión alimenticia. 
24

 Registro digital: 174352 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: I.4o.C. J/22 Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, agosto de 2006, página 2095 Tipo: Jurisprudencia. 
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el día para un sano desarrollo y crecimiento en los menores de edad, se estima que 

eroga la cantidad mencionada en la siguiente tabla: 

 

Acreedores Particularidades Tipo de comida 

Adolescente 
de **********e 
infante de 
********** 

Se encuentran en una etapa 

de desarrollo constante y su 

alimentación irá variando e 

incrementado. 

Sería una dieta 

balanceada que incluya 

granos como cereales, 

avena,  arroz,  pasta, 
 Sin embargo, conforme vegetales, frutas, carnes 
 vaya incrementándose su como el pollo y pescado, 
 edad, la ingesta alimenticia también  tortillas,  frijol, 
 será mayor. huevo, entre otros 
  alimentos, así como 
  alimentos especiales por 
  su  intolerancia  a  los 
  lácteos y alergia al 

  gluten. 

Cantidad 

mensual 

aproximada 

$8,000.00 (ocho mil pesos 00/100 moneda nacional) 

 

 
Canasta de alimentos de la que no se advierten lujos y excesos, sino sólo 

alimentos indispensables para un sano crecimiento; además, debe destacarse en 

este punto la importancia de que los acreedores en pleno desarrollo, tengan una 

alimentación adecuada a sus exigencias físicas y mentales, también del especial 

cuidado y atención que debe ponerse en la sana alimentación que resulte propicia 

a proveerle un fortalecimiento integral, ya que el resultado de una ingesta alimenticia 

de calidad se verá reflejado durante toda su vida, por lo que cualquier escatimado 

al respecto, implicaría un cierto riesgo de afectación a la salud. Se soporta lo anterior 

con base en la información obtenida las página electrónica del Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica25, teniendo apoyo legal para lo anterior en la 

siguiente tesis: 

ALIMENTOS. CUANDO EL JUZGADOR NO CUENTE CON DATO 
ALGUNO PARA PODER FIJAR UNA SUMA DETERMINADA POR TAL 
CONCEPTO, ESTÁ OBLIGADO A RECABAR DATOS ESTADÍSTICOS 
REFERIDOS A LA CANASTA BÁSICA, DEL SISTEMA NACIONAL DE 
INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA, A QUE ALUDE EL 
ARTÍCULO 26, APARTADO B, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL.26 

 
 Habitación 

 
 
 

 

25
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/7028251969 

29.pdf 
26

 Registro digital: 168393. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materias(s): Civil. Tesis: III.2o.C.152 
C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Diciembre de 2008, página 968. Tipo: Aislada. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825196929.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825196929.pdf


Los acreedores habitan con su madre –hoy actora– en la colonia **********, 

en **********, Nuevo León, inmueble del cual se hizo referencia que es propiedad de 

la parte actora; sin embargo, el mismo genera gastos por concepto de servicios 

domésticos de la citada morada. Las cantidades que se mencionan, son con base 

en la sana crítica: 

 

Concepto Cantidad erogada aproximada 

Agua y drenaje 

–Mensual- 

$500.00 (quinientos pesos 00/100 

moneda nacional) 

Energía eléctrica 

-Bimestral- 

$4,000.00  (cuatro  mil  pesos  00/100 

moneda nacional) 

Gas 

-Bimestral- 

$1,000.00 (mil pesos 00/100 moneda 

nacional) 

Telefonía e Internet $1,000.00 (mil pesos 00/100 moneda 

nacional) 

 

Cantidad total aproximada 

por mes 

$4,000.00 (cuatro mil pesos 00/100 

moneda nacional) 

 
 Vestido 

En cuanto a este rubro de vestido, dadas las edades de los acreedores, se 

presupone que erogan diversos gastos, pues en esa etapa de su vida 

constantemente requiere de mudas de ropa, al encontrarse en pleno desarrollo y 

crecimiento constante, en otras palabras, se puede estimar que los acreedores 

requieren de máximo tres cambios de atuendo cada dos meses. 

 
Los precios que se consideran son aproximados al valor exacto de cada uno 

de los productos descritos, pues la variación del mismo radica en la marca y 

establecimiento de donde se adquiera. 

 
Asimismo, debe mencionarse que los precios fueron extraídos de una 

comparativa de los sitios web27, de diversos supermercados que tienen sus 

establecimientos dentro del área metropolitana de Monterrey, Nuevo León, como 

son Smart, Soriana, Bodega Aurrera, HEB y Walmart; datos publicados en los 

documentos o páginas de dichas cadenas comerciales que constituyen un hecho 

notorio para este tribunal, ya que esos hechos forman parte de la cultura normal de 

un sector de la sociedad, además de que se tratan de un dato u opinión común 

indiscutible, no por el número de personas que conocen ese hecho, sino por la 

notoriedad, accesibilidad, aceptación e imparcialidad de este conocimiento. 

 

Acreedores Particularidades Tipo de vestimenta 

Adolescente de 
**********e 
infante de 
********** 

Se encuentran en una 

etapa de desarrollo 

constante y su vestimenta 

Requieren de tres 

cambios de atuendo cada 

dos  meses  el  cual  se 

compone  de  playeras, 

 

27 https://www.walmart.com.mx/, https://www.supermercadossmart.com/, 
https://www.bodegaaurrera.com.mx/inicio, https://www.heb.com.mx/ 

https://www.walmart.com.mx/
https://www.supermercadossmart.com/
https://www.bodegaaurrera.com.mx/inicio
https://www.heb.com.mx/
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 irá variando e 

incrementado. 

Por su propio desarrollo, 

los acreedores requerirán 

asiduamente cambios de 

vestimenta. 

pantalones cortos y 

largos, ropa interior, 

calzado. 

Cantidad 

mensual total 

$5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 moneda nacional). 

 

 Salud 

En el rubro de salud, debe señalarse que el deudor alimentista se encuentra 

obligado a cubrir los gastos médicos ordinarios, debiendo prever, además, aquellos 

gastos eventuales y/o accidentales que ameritan ser cubiertos en forma inmediata, 

generándose erogaciones extraordinarias que incuestionablemente deben ser 

sufragadas. 

 
Aunado a que de las documentales acompañadas por la accionante, se 

advierte que su hijo **********fue detectado con indicadores importantes de ansiedad 

e inestabilidad emocional, por lo que le fue recomendado el iniciar con un proceso 

terapéutico, además que su descendiente **********reportó cambios en su 

comportamiento, relativos a indicadores de inmadurez emocional y cognitiva de 

acuerdo a su edad cronológica, a quien también le fue recomendado tanto un 

proceso psicológico y pedagógico, erogando por esos conceptos ante una 

especialista particular, siendo la licenciada **********, justificándose con 2 dos 

constancias médicas expedidas por la citada profesionista, a través de las cuales 

se hace referencia que cada una de las consultas respetivas, ascienden a la 

cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 moneda nacional), recomendándose 

una frecuencia semanal para el infante **********y una quincenal para el diverso 

descendiente ********** 

 
Documentos los cuales fueron perfeccionados a través de la ratificación que 

tuvo verificativo en fecha 2 dos de julio de 2025 dos mil veinticinco, a través de la 

cual, compareció vía remota la licenciada ********** en los términos que se 

desprenden de la videograbación respectiva, ratificando así el contenido y firma de 

las constancias médicas signadas en fecha 5 cinco de marzo de esa anualidad, 

precisando que la firma autógrafa inserta en los mismos, es de su puño y letra por 

lo que, la suscrita juzgadora concede valor jurídico pleno a las documentales 

privadas allegadas, siendo las expedidas y ratificadas por la licenciada **********, lo 

anterior con fundamento en los numerales 239 fracción III, 290, 297, 373 y demás 

relativos de la ley adjetiva en consulta, además que no fueron objetadas por la parte 

contraria y con las cuales se justifica el diagnostico psicológico de los acreedores y 

como parte de su tratamiento se recomienda un proceso terapéutico para ambos. 



Por tal motivo, atendiendo a los gastos que puedan generarse por la posible 

atención psicológica que llegasen a necesitar, dependiendo del caso, se estima que 

por concepto de salud, se pueda erogar un gasto de $5,000.00 (cinco mil pesos 

00/100 moneda nacional), mensuales. 

 
 Higiene 

Este apartado se encuentra dentro del rubro de la salud, para lo cual se 

inserta la siguiente tabla: 

Acreedores Particularidades Tipo de productos 

Adolescente 
de **********e 
infante de 
********** 

Se encuentran en una etapa 

de desarrollo constante. 

Cremas, jabones en 

barra o líquidos, papel 

higiénico, pasta dental, 

desodorantes, entre 

otros. 

Cantidad 

total 

$2,000.00 (dos mil pesos 00/100 moneda nacional) 

 

 
Las cantidades se obtienen al analizar los productos de una comparativa de 

los sitios web28, de diversos supermercados que tienen sus establecimientos dentro 

del área metropolitana de Monterrey, Nuevo León –como ya se había mencionado– 

. 
 
 

 Educación 

En cuanto al apartado de educación, se debe reiterar que los acreedores 

cuentan con **********y**********años de edad, por ende, se tiene que a la fecha 

deben estar cursando un grado de educación, siendo que como se ha justificado en 

autos, el infante **********se encuentra cursando su nivel primaria, mientras que el 

diverso acreedor, **********a dicho de su progenitora, está por iniciar su *****. De ahí 

que se toman en cuenta los gastos que requieren cubrir dichos acreedores por 

concepto de inscripciones, cuotas, libros, etcétera. 

 
Considerando que la obligación alimentaria, en virtud de su naturaleza, no 

puede renunciarse ni ser delegada, sino recae directamente y en primerísimo lugar 

en los padres; esto es, pesa tanto en el padre como en la madre, por lo que, 

preciándose que en el caso particular este rubro corresponde a una educación en 

instituciones de carácter privado del infante **********, al haberse exhibido las 

constancias escolares siguientes: 

 6 seis facturas electrónicas relativas a pago de colegiaturas a favor del citado 
acreedor, expedidas por el Colegio ********** 

 4 cuatro notas de venta de compra de uniformes escolares. 
 
 
 
 

 

28
https://www.walmart.com.mx/, https://www.supermercadossmart.com/, https://www.bodegaaurrera.com.mx/inicio, 

https://www.heb.com.mx/ 

https://www.walmart.com.mx/
https://www.supermercadossmart.com/
https://www.bodegaaurrera.com.mx/inicio
https://www.heb.com.mx/
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Tomando en cuenta lo anterior, podemos mencionar que en una escuela 

privada de educación primaria perteneciente, se lleva a cabo trámites de inscripción, 

cuotas mensuales, compra de uniformes, mochila, lonchera, libretas, lápices, 

colores, plumas, plumones, tijeras, plastilina, así como diverso material. 

 
Por ende, en opinión de esta autoridad, se considera que por concepto de 

educación primaria, el citado menor de edad podrá erogar una cantidad aproximada 

de $600.00 (seiscientos pesos 00/100 moneda nacional) mensuales. Lo anterior de 

acuerdo a diversas páginas electrónica29 de papelerías importantes en la localidad, 

dada su diversa variedad y precio, tales como: Adosa, Tony, Papelería Sultana, 

además de los gastos que se advierte de las documentales exhibidas sobre este 

rubro, que en total para el mencionado acreedor da un monto aproximado de 

$6,000.00 (seis mil pesos 00/100 moneda nacional) por mes. (Considerando la 

información rendida por la aludida institución educativa y valorada en líneas 

precedentes, se tiene que la colegiatura del infante asciende a $2,500.00 (dos mil 

quinientos pesos 00/100 moneda nacional; inscripción y material de ciclo $2,800.00 

(dos mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional y el costo de uniformes de 

verano $540.00 (quinientos cuarenta pesos 00/100 moneda nacional) e invierno 

$1,000.00 (mil pesos 00/100 moneda nacional); mientras que por lo que hace al 

diverso acreedor, no fue justificado el gasto real que eroga por motivo de su 

educación *****, empero, no se soslaya que requiera cubrir gastos por concepto de 

inscripciones, cuotas, libros, etcétera. 

 
Por lo que dicho rubro igualmente deberá encontrarse integrado en la pensión 

alimenticia; señalando que con relación a dichos gastos de educación que requieren 

los acreedores, en el caso particular es preciso establecer lo preceptuado por el 

artículo 103, fracción III, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, que a la letra señala lo siguiente: 

“[…] Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la patria 
potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que 
por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños 
o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean 
instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las 
siguientes:… Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su 
proceso educativo y proporcionarles las condiciones para su continuidad y 
permanencia en el sistema educativo […] 

 
Debiéndose tomarse en consideración que los gastos de educación están 

sujetos a si la educación es pública o privada por una parte y por la otra 

condicionados al incremento natural de precios, amén de que conllevan gastos no 

anticipados o emergentes como materiales y distintos útiles escolares. 

 

 

29
 www.adosa.com.mx, www.tony.xom.mx, www.papelerialasultana.com. 

http://www.adosa.com.mx/
http://www.tony.xom.mx/
http://www.papelerialasultana.com/


 Recreación 

Este rubro es igual de importante que los conceptos recién apuntados, pues 

con tales distracciones se busca el pleno desarrollo del menor acreedor tanto físico 

como mental, material, espiritual, moral, social y cultural, tal como lo preconizan los 

numerales 1, 2, 3, 6, 8, 10, 13, 81 y demás relativos de la Ley de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Nuevo León. 

 
De modo que, es indispensable que los acreedores puedan asistir a parques 

y/o centros recreativos, de diversiones, deportivos, vacaciones, interacción de este 

con su familia y amistades, mediante la convivencia en esos lugares, al igual que 

en reuniones con motivo de festejos o compromisos propios de la edad, que por lo 

menos al mes, puede equivaler a $4,000.00 (cuatro mil pesos 00/100 moneda 

nacional), pues aparte del gasto que pudiese generar un parque recreativo, deben 

contarse el costo que genera el traslado hacía las áreas de recreación y 

esparcimiento a que concurran los menores en compañía de su madre. 

 
 Cantidad mensual aproximada 

Con base en lo anterior, tenemos que los gastos que aproximadamente se 

erogan en forma mensual por concepto de alimentos para el acreedor son los que 

se señalan en la siguiente tabla: 

Rubros Cantidades aproximadas 

Habitación $4,000.00 (cuatro mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Comida $8,000.00 (ocho mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Educación $6,000.00 (seis mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Vestido $5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 moneda nacional). 

Salud $5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Higiene $2,000.00 (dos mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Recreación $4,000.00 (cuatro mil pesos 00/100 moneda nacional) 

Monto total $34,00.00 (treinta y cuatro mil pesos 00/100 moneda 

nacional) 

 
 
 
 

Como se puede apreciar del recién recuadro plasmado, es evidente que la 

cantidad aproximada que requieren los acreedores para cubrir sus necesidades 

más apremiantes asciende de manera aproximada a $34,000.00 (treinta y cuatro 

mil pesos 00/100 moneda nacional), mensuales. 

 
Lo que antecede se efectúa en sana consciencia por parte de este tribunal, 

con lo cual se estima, quedan atendidos adecuadamente los requerimientos 

alimentarios de los acreedores, una vez que fueron analizadas las circunstancias 

tanto objetivas como subjetivas del caso, atendiendo al estado de necesidad de los 

mismos, labor que este tribunal efectuó bajo las facultades concedidas por el 

artículo 952 del código procesal civil estatal. 
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Sin que la cantidad mensual mencionada constituya un parámetro 

estrictamente matemático de las necesidades de los acreedores, sino que fue 

obtenido en función de la sana crítica, sin soslayar que la actora exhibió para 

justificar tales necesidades diversos documentos por la compra de artículos y pago 

de servicios para cubrir las necesidades de alimentos, ropa, útiles, toma de 

fotografías, gasolina, recreación, los cuales, fueron adquiridos en diversos 

supermercados que tienen sus establecimientos dentro del área metropolitana de 

Monterrey, Nuevo León, como son Soriana, Bodega Aurrera, Mi Tienda del Ahorro, 

Kesos y Kosas, Coppel, “Pastelería San José”, entre otras negociaciones, así como 

por pagos de servicio de agua, gas y energía eléctrica del domicilio que habitan los 

acreedores. 

 
Documentales privadas las anteriores, a la cual, se le otorga valor probatorio 

pleno, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 239, fracción III, 290, 297 y 

373 del Código de Procedimientos Civiles, sin embargo, sirven únicamente como 

un elemento orientador, máxime que no es factible atender al monto que en ellos se 

plasma en su integridad, aunado a que ya fueron analizados los gastos que de 

manera aproximada requieren los acreedores para cubrir las necesidades más 

apremiantes, con base en la sana crítica, aplicando un razonamiento lógico, así 

como la experiencia a través del proceso de sensibilidad e intelecto que impera en 

las autoridades jurisdiccionales; y sin soslayar la diversidad funcional del acreedor, 

lo que se ha tomado en cuenta para llegar a ese monto. 

 
8. Fijación de la pensión. 

 
 

Así pues, vistas primordialmente las necesidades alimentarias particulares 

de los acreedores alimentistas mencionadas en párrafos precedentes, así como del 

obligado a cubrirlas, de quien se tiene acreditada la capacidad económica, pues 

está en aptitud de desarrollar una actividad laboral a través de la cual reciba 

cantidad remunerativa, siendo que lo aquí decretado como pensión alimenticia 

definitiva, se reitera, es a fin de cubrir las necesidades básicas de los menores de 

edad inmersos a la causa; aunado a que la demandante también se encuentra 

obligada dar alimentos a sus hijos, lo cual complementa al tenerlos incorporados a 

su domicilio, es por lo que, atendiendo al principio de proporcionalidad contemplado 

por el artículo 311 del Código Civil del Estado, se decreta como pensión 

alimenticia definitiva a favor de los acreedores, la cantidad de $17,000.00 

(diecisiete mil pesos 00/100 moneda nacional) y la cual deberá cubrirse de 

manera mensual y por adelantado; distribuyéndose en cantidades iguales para 

cada hijo, esto considerado que con la anterior cantidad sean solventados los 



requerimientos alimentarios esenciales de los mismos, siendo éstos, como se indicó 

con antelación: comida, vestido, habitación, educación, salud, así como la higiene 

personal y del hogar y lo relativo al esparcimiento de los citados acreedores, los 

cuales comprende la figura de los alimentos. 

 
El monto antes decretado modifica el que provisionalmente se había fijado, y 

será exclusivamente para cubrir sus necesidades; empero, por lo que, toca a las 

pensiones provisionales decretadas por esta autoridad, para el caso que no 

hubieren sido efectivas, podrán cuantificarse y requerirse en ejecución de sentencia. 

 
Por tanto, se reitera que ambos padres se encuentran obligados a satisfacer 

las necesidades alimentarias de sus hijos, sin soslayar que las mismas ascienden 

aproximadamente a los $34,00.00 (treinta y cuatro mil pesos 00/100 moneda 

nacional) de forma mensual, entonces es así que, esa carga se reparte entre ambos 

progenitores bajo el binomio de proporcionalidad, pues resulta evidente que 

ambos tienen la obligación de contribuir en forma proporcional a sus ingresos 

al pago de los alimentos de sus descendientes, sin soslayar el hecho de que el 

demandado también debe satisfacer sus propias necesidades, sin embargo, ello no 

resta a la obligación alimentaria para con sus hijos, por tanto el demandado debe 

hacerse del numerario al que se le condena para efecto de hacer frente a las 

necesidades de sus acreedores, pues los padres que son los que tienen obligación 

en cubrir dicho aspecto, deben tener la creatividad necesaria para obtener ingresos 

para cubrir sus necesidades y las de sus hijos, deben asumir responsablemente su 

rol como proveedores, siendo personas en edad altamente productiva que les 

permite cumplir con ese fin. 

 
En el entendido que, se toma como base el potencial de la parte demandada 

para desempeñar una función, ya sea por su cuenta o bien para un patrón 

determinado, atendiendo a sus antecedentes laborales, así como a su capacidad 

reconocida para desempeñar un oficio, por tanto ello tiene una connotación de 

capacidad económica para cumplir con sus obligaciones alimentarias, y es por ello 

que se estima justo y equitativo condenar al demandado a pagar la suma antes 

precisada, dado que con dicho monto se satisfacen al menos los gastos elementales 

que comprende el concepto de alimento y esto en particular frente al panorama en 

que se encuentra el asunto que nos ocupa, en el sentido de que no se evidencia a 

cuánto ascienden los ingresos totales del obligado en la actualidad, pero sí que tiene 

el potencial laboral y por ende económico de obtener ingresos por su actividad 

comerciante. 

 
De ahí que, resulte aplicable a la especie justiciable, el supuesto normativo 

previsto en el último párrafo del artículo 311 del Código Civil del Estado, mismo que 

a guisa de ilustración, a la letra se transcribe: 
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“Artículo 311.- Los alimentos han de ser proporcionados a la posibilidad del 
que debe darlos y a la necesidad del que debe recibirlos. 

 
Determinados por convenio o por el Juez en cantidad fija, los alimentos 
tendrán un incremento automático mínimo equivalente al aumento porcentual 
del salario mínimo general diario vigente en la zona económica 
correspondiente al deudor, salvo que el deudor alimentario demuestre que 
sus ingresos no crecieron en igual proporción, en este caso, el incremento en 
los alimentos se ajustará al que realmente hubiese obtenido el deudor. 

 
Cuando no sean comprobables el salario o los ingresos del deudor 
alimentario, el Juez estimará las ganancias de éste con base en los signos 
exteriores de riqueza que demuestre o en la capacidad económica y respecto 
al nivel de vida que el deudor y sus acreedores alimentarios hayan llevado 
en los últimos años.” 

 
En efecto, los ingresos del enjuiciado que lógicamente debe obtener para 

procurar su propia subsistencia y la de sus acreedores, deviene palmariamente 

imprescindible atender, para fijar la pensión alimenticia definitiva u ordinaria, a los 

signos exteriores de riqueza del enjuiciado, como sabiamente lo contempló el 

órgano parlamentario en el preinvocado precepto legal recién transcrito. 

Seguramente, con el fin de que al jurisdicente en este tipo de situaciones legales, 

por ser complejas, finalmente estuviera en aptitud de señalar la referida pensión 

alimenticia definitiva u ordinaria justo al momento de decidir el reclamo judicial de 

alimentos con base en esos signos exteriores de riqueza. 

 
Al respecto, resultan aplicables las tesis orientadoras siguientes: 

ALIMENTOS. LA CAPACIDAD DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS 
NO TIENE UNA CONNOTACIÓN ESTRICTAMENTE ECONÓMICA. 30 

 
ALIMENTOS. CUANDO NO EXISTE MEDIO DE CONVICCIÓN QUE 
EVIDENCIE A CUÁNTO ASCIENDEN LOS INGRESOS DEL OBLIGADO A 
PROPORCIONARLOS, LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBE FIJAR 
DISCRECIONALMENTE EL MONTO DE LA PENSIÓN TOMANDO COMO 
BASE, POR LO MENOS, UN SALARIO MÍNIMO DIARIO (LEGISLACIÓN 

DEL ESTADO DE VERACRUZ).31 

 
Pensión la anterior que como ya se dijo, deberá entregarse en forma semanal 

y anticipada por el deudor alimentista a la accionante en representación de sus 

menores hijos, previo recibo que requiera de ella, o mediante consignación judicial 

ante esta autoridad a través de un certificado de depósito; por lo que, requiérase a 

la parte demandada sobre el pago de dicha cantidad y en caso de no realizarlo, 

procédase al embargo de bienes de su propiedad de los no exceptuados de 

secuestro, mismos que serán depositados conforme a derecho, con fundamento en 

los artículos 303, 308, 311 del Código Civil, 463 y 481 del ordenamiento adjetivo de 

 

 

30
 Registro digital: 175157. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materia(s): Civil. Tesis: VI.2o.C.489 

C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 1674. Tipo: Aislada. 
31

 Registro digital: 174804, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época. Materia(s): Civil. Tesis: VII.3o.C.66 
C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Julio de 2006, página 1133. Tipo: Aislada. 



la materia, siendo esta forma en la que en su oportunidad se podrá acceder al 

aseguramiento de la pensión en los términos prevenidos por la ley. 

 
En la inteligencia de que, con fundamento en el artículo 1072 del Código de 

Procedimientos Civiles en vigor en el Estado, la pensión alimenticia que se decreta 

en este momento, queda en sustitución de la fijada como provisional dentro del 

presente asunto, lo anterior en virtud de que al tratarse el presente de una 

controversia de alimentos, los cuales miran a la subsistencia del acreedor 

alimentista, la autoridad debe velar por el oportuno cumplimiento de dicha obligación 

por parte de quien debe otorgarlos. 

 

 
9. Ajuste de la pensión alimenticia. 

 
 

La pensión alimenticia podrá modificarse en su cuantía, previo el 

procedimiento respectivo, para que esté ajustada permanentemente a las 

necesidades de los acreedores alimentistas y a las posibilidades del obligado a 

proporcionar alimentos. Lo anterior con fundamento en los artículos 1071 del código 

de procedimientos civiles y 311 del código civil. 

 
 
 

10. Prevención y apercibimiento para el deudor alimentista. 

 
Se previene al demandado que para el caso de que cambien sus 

circunstancias económicas, lo haga del conocimiento de esta autoridad dentro del 

término de 30 treinta días, a través de la vía y forma legal que corresponda. De no 

hacerlo así, se le impondrá en su contra una multa de hasta 120 ciento veinte 

cuotas, las cuales se determinaran con base al valor de la Unidad de Medida y 

Actualización (UMA) en términos del artículo 26 apartado B) de la Constitución, 

misma que se graduará y cuantificará con base en el monto que esté vigente al 

momento de la infracción, ello conforme lo establece el artículo 321 bis 2 del código 

civil, en relación con los diversos 27 y 42, fracción I, del código de procedimientos 

civiles, ambos ordenamientos vigentes en el Estado. 

 

 
11. Gastos y Costas. 

 
 

Ahora bien, se procede en este apartado analizar lo conducente a los gastos 

y costas. 

 
En este sentido, se tiene que el artículo 90 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado de Nuevo León, dispone que en toda sentencia definitiva o 
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interlocutoria dictada en asuntos de carácter contencioso, se hará forzosamente 

condenación en costas, determinando cuál de las partes debe pagar a la parte 

contraria las costas que se le hayan causado en el juicio. 

 
Por su parte, el diverso numeral 91 del ordenamiento procesal en comento 

establece que siempre serán condenados en costas el litigante que no obtenga 

resolución favorable sobre ninguno de los puntos de su demanda y el que fuere 

condenado en absoluta conformidad con la reclamación formulada en su contra. 

 
Empero, tenemos que de acuerdo a las circunstancias del caso, como lo es 

que se trata de un asunto del orden familiar, específicamente, sobre los alimentos 

de menor de edad, con fundamento en los artículos 1°32 y 4° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y las convenciones internacionales que 

prevén esos derechos fundamentales, no es factible hacer condena alguna a cargo 

de algunas de las partes; por tanto, se declara que ambos contendientes deberán 

soportar sus propios gastos y costas erogadas por el trámite de este asunto. 

 
Sirviendo de apoyo para la anterior determinación, el siguiente criterio: 

GASTOS Y COSTAS. ES IMPROCEDENTE LA CONDENA A SU PAGO EN 
LOS JUICIOS O PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON EL 
DERECHO FAMILIAR, E IGUALMENTE, CON EL DE MENOR DE EDAD O 
INCAPACES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 33 

 
 
 

12. Resolutivos. 
 
 

Primero. Es fundado el juicio oral de alimentos promovido por **********, 

en representación de sus menores hijos ********** en contra de **********según 

expediente judicial **********. 

 
Segundo. Se condena a **********, al pago de pensión alimenticia definitiva 

a favor de los acreedores por la cantidad de $17,000.00 (diecisiete mil pesos 

00/100 moneda nacional) y la cual deberá cubrirse de manera mensual y por 

adelantado; distribuyéndose en cantidades iguales para cada hijo, esto 

considerado que con la anterior cantidad sean solventados los requerimientos 

alimentarios esenciales del acreedor. 

 
 
 

 

32
 Principio de progresividad previsto en el artículo 1º constitucional, que ordena al juzgador ampliar el alcance y tutela de los 

derechos humanos, en la mayor medida posible de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas, hasta lograr su plena 
efectividad. 
33

 Época: Décima Época Registro: 2012948 Instancia: Plenos de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación Libro 35, Octubre de 2016, Tomo III Materia(s): Civil Tesis: PC.VII.C. J/5 C (10a.) Página: 
1825 



El monto antes decretado modifica el que provisionalmente se había fijado, y 

será exclusivamente para cubrir las necesidades de sus descendientes, sin 

embargo, por lo que toca a las pensiones provisionales decretadas por esta 

autoridad, para el caso que no hubieren sido efectivas, podrán cuantificarse y 

requerirse en ejecución de sentencia. 

 
Pensión la anterior que como ya se dijo, deberá entregarse en forma semanal 

y anticipada por el deudor a la accionante en representación de sus hijos, previo 

recibo que requiera, o mediante consignación judicial ante esta autoridad a través 

de un certificado de depósito; por lo que, requiérase al demandado sobre el pago 

de dicha cantidad y en caso de no realizarlo, procédase al embargo de bienes de 

su propiedad de los no exceptuados de secuestro, mismos que serán depositados 

conforme a derecho, siendo esta forma en la que en su oportunidad se podrá 

acceder al aseguramiento de la pensión en los términos prevenidos por la ley; sin 

embargo se exhorta a la actora, proporcione a esta autoridad en la medida de 

sus posibilidades un número de cuenta a su nombre para efecto de hacerla 

del conocimiento del demandado y en la misma proceda a realizar el depósito 

o transferencia de la pensión alimenticia a la que se le condena. 

 
Tercero: La pensión alimenticia decretada podrá modificarse en su cuantía, 

previo el procedimiento respectivo, a fin de que esté ajustada permanentemente a 

las necesidades de los acreedores alimentistas y a las posibilidades del obligado a 

proporcionar alimentos, y tendrá un incremento automático porcentual conforme al 

salario mínimo. 

 
Cuarto. Se previene al demandado que para el caso de que cambien sus 

circunstancias económicas, lo haga del conocimiento de esta autoridad dentro del 

término de 30 treinta días, a través de la vía y forma legal que corresponda. De no 

hacerlo así, se le impondrá en su contra una multa de hasta 120 ciento veinte 

cuotas, las cuales se determinaran con base al valor de la Unidad de Medida y 

Actualización (UMA) en términos del artículo 26 apartado B) de la Constitución, 

misma que se graduará y cuantificará con base en el monto que esté vigente al 

momento de la infracción, ello conforme lo establece el artículo 321 bis 2 del código 

civil, en relación con los diversos 27 y 42, fracción I, del código de procedimientos 

civiles, ambos ordenamientos vigentes en el Estado. 

 
Quinto: Se declara que no se hace condenación en costas, por lo que cada 

una de las partes deberá soportar las que haya erogado con motivo del presente 

asunto. 

 
Notifíquese personalmente. Así lo resuelve y firma Reyna Angélica 

Valdez Martínez, Juez Primero de Juicio Familiar Oral del Tercer Distrito Judicial 



* F190043536413* 
OF190043536413 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

en el Estado, ante la fe de Ulises Axel Arenas Durán, Secretario adscrito a la 

Coordinación de Gestión Judicial de los Juzgados de Juicio Familiar Oral del Poder 

Judicial de Estado, quien autoriza. Doy fe. 

 
La resolución que antecede se publicó en el Boletín Judicial del Estado con 

número 9012 del día 10 de marzo de 2026. Doy fe.- Licenciado Ulises Axel 
Arenas Durán, Secretario. 

Elena 
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